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por la cual se dictan normas tendientes 
p a preservar la moralidad

en la Administración Pública.

El Congreso de Colombia,

DECRETA:

I. Objeto de la ley.

Artículo 19 La presente ley tiene por objeto 
principal garantizar el cumplimiento de los 
mandatos constitucionales con respecto a la 
función administrativa y, en particular, ase­
gurar la sujeción al principio de moralidad 
por parte de los servidores públicos y de los 
particulares en relación con la Administración 
Pública.

Para la realización de este propósito, este 
estatuto contiene normas sobre:

* a) Deberes y prohibiciones de los emplea­
dos oficiales, y derechos y deberes de los 
ciudadanos frente a la Administración Pú­
blica;

b) Régimen disciplinario de los servidores 
públicos, control sobre su reclutamiento e 
incentivos para los mismos;

c) Regulación del deber constitucional que 
tienen los servidores públicos de declarar sus 
bienes y rentas, y disposiciones en materia de 
control sobre operaciones financieras de los 
mismos;

d) Reformas al régimen penal en relación 
con la Administración Pública;

e) Modificaciones al régimen de control 
social y de las entidades sin ánimo de lucro 
que reciban a cualquier título recursos del 
Estado;

f) Reformas al régimen de las juntas direc­
tivas de las entidaes descentralizadas y con­
formación de un sistema de quejas y reclamos;

g) Disposiciones tendientes a garantizar la 
formación de los servidores públicos y de los 
ciudadanos en materia de ética y de sus dere­
chos, deberes y obligaciones frente a la Admi-

B nistración Pública;
h) Creación de una Comisión Nacional para 

la Moralización, integrada por el Gobierno y 
las principales instituciones de control, como 
organismo para coordinarlas políticas, progra­

mas, planes y acciones tendientes a garanitzar 
el cumplimiento del principio de moralidad 
en la Administración Pública y a combatir 
todos los actos contrarios al mismo;

i) Normas sobre supresión o reforma de 
regulaciones, procedimientos o trámites, con 
el propósito de adecuar el funcionamiento de 
la Administración Pública a los principios 
consagrados en los artículos 83, 84 y 209 de la 
Constitución Política, sobre moralidad, buena 
fe, eficacia, economía, celeridad, imparciali­
dad y publicidad.

II. Derechos, deberes y prohibiciones.

a) Deberes y prohibiciones de los empleados 
y trabajadores del Estado.

Artículo 29 Con el fin de preservar la mora­
lidad en la Administración Pública, los em­
pleados y trabajadores del Estado tendrán, 
además de los previstos en la Constitución y 
la ley, los siguientes deberes:

1. Respetar, cumplir y hacer cumplir la 
Constitución, las leyes y los reglamentos.

2. Ceñirse en sus actuaciones a los postula­
dos de la buena fe.

3. Declarar, bajo juramento, el monto de 
sus bienes y rentas, antes de tomar posesión 
del cargo, al retirarse del mismo o cuando la 
autoridad competente se lo solicite, de con­
formidad con lo que disponen los artículos 33 
a 41 de la presente ley.

4. Desempeñar con solicitud, eficiencia e 
imparcialidad las funciones de su cargo.

5. Realizar las tareas que les sean confia­
das y responder del uso de la autoridad que 
les haya sido otorgada y de la ejecución de las 
órdenes que impartan, sin que en ningún caso 
queden exentos de la responsabilidad que les 
incumbe por la que corresponde a sus subor­
dinados.

6. Vigilar y salvaguardar los intereses del 
Estado.

7. Responder por la conservación de los 
documentos, útiles, equipos, muebles y bienes 
confiados a su guarda o administración y 
rendir oportunamente cuenta de su utiliza­
ción.

8. Poner en conocimiento del superior los 
hechos que puedan perjudicar la administra­

ción y las iniciativas que se estimen útiles 
para el mejoramiento del servicio.

9. Poner en conocimiento del funcionario 
o autoridad competente, los hechos que pu­
dieren constituir falta disciplinaria, contra­
vención o delito.

10. Informarse adecuadamente sobre los 
deberes y responsabilidades que le correspon­
den como empleado o trabajador del Estado.

Artículo 39 Con el fin de preservar la mora­
lidad en la xAdministración Pública, a los 
empleados y trabajadores del Estado les está 
prohibido:

1. Nombrar como empleados a personas con 
las cuales tengan parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afini­
dad, primero civil, o con quien estén ligados 
por matrimonio o unión permanente. Tampoco 
podrán designar a personas vinculadas por 
los mismos lazos con servidores públicos com­
petentes para intervenir en su designación. 
Se exceptúan de lo aquí dispuesto los nombra­
mientos que se hagan en aplicación de las 
normas vigentes sobre ingreso o ascenso por 
méritos.

2. Celebrar por sí, o por interpuesta perso­
na, o en representación de otro, contrato 
algunos con entidades públicas o con personas 
privadas que manejen o administren recursos 
o bienes públicos, salvo las excepciones legales.

3. Hacer contribución alguna a los parti­
dos, movimientos o candidatos, o inducir a 
otros a que lo hagan, salvo las excepciones que 
establezca la ley.

4. Tomar parte en las actividades de los 
partidos y movimientos y en las controversias 
políticas, sin perjuicio de ejercer libremente 
el derecho al sufragio, cuando se trate de em­
pleados del Estado y de sus entidades descen­
tralizadas que ejerzan jurisdicción, autoridad 
civil o política, cargos de dirección adminis­
trativa, o se desempeñen en los órganos judi­
cial, electoral o de control.

5. Utilizar el empleo para presionar a los 
ciudadanos a respaldar una causa o campaña 
política.

6. Desempeñar simultáneamente más de 
un empleo público o recibir más de una asig­
nación que provenga del tesoro público, o de 
empresas o instituciones en las que tenga 
parte mayoritaria el Estado, salvo los casos 
expresamente determinados por la ley.
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7. Aceptar cargos, honores o recompensas 
de gobiernos extranjeros u organismos inter­
nacionales, o celebrar contratos con ellos, sin 
previa autorización del Gobierno.

8. Retardar o negar injustificadamente el 
despacho de los asuntos o la prestación del 
servicio a que están obl gados.

9. Proporcionar noticias o informes sobre 
asuntos de la administre ción, cuando no estén 
facultados para hacerlo

10. Aceptar, sin permiso del Gobierno, car­
gos, obsequios, invitaciones o cualquier otra 
clase de prebendas provenientes de entidades 
nacionales o extranjeras o de otros gobiernos.

11. Solicitar u obtener préstamos o garan­
tías de los organismos «rediticios, sin autori­
zación escrita y previa «el jefe del respectivo 
organismo, o de quien ■éste delegue.

12. Solicitar o recibir directamente o por 
interpuesta persona, gratificaciones, dádivas 
o recompensas en razónl a su cargo.

13. Solicitar o aceptar comisiones en dinero 
o en especie por concento de adquisición de 
bienes y servicios para el Estado.

14. Prestar, a título: particular, servicios de 
asesoría o de asistencia en trabajos relacio­
nados con las funcionesípropias de su empleo.

15. Obtener préstamos y contraer obliga­
ciones con personas naturales o jurídicas con 
las cuales se tengan relaciones oficiales en 
razón del cargo que se desempeña, sin previa 
autorización del jefe qe la entidad corres­
pondiente.

16. Intervenir, directa o indirectamente, en 
la suscripción de contratos con el Estado y en 
la obtención de concesiones o de cualquier 
beneficio que implique privilegios a su favor, 
salvo en los casos en tone por mandato de la 
ley los deba suscribir.

17. Gestionar en asuntos que estuvieron a 
su cargo, directa o inc Rectamente, a título 
personal o en representación de terceros.

18. Adelantar gestiones, directa o indirec­
tamente, a título person al o en representación 
de terceros, ante la dependencia a la cual 
prestó sus servicios, cunante el año siguiente 
a su retiro.

b) Derechos y deberes 3e los ciudadanos 
frente a la Administración Pública.

Artículo 49 Además jd; los derechos que les 
reconoce la Constitució i y con el fin de pre­
servar la moralidad e n la Administración 
Pública, los ciudadanos lenen, de acuerdo con 
la ley, derecho a:

1. Participar en las d misiones que los afec­
tan a través de los mecanismos y procedi­
mientos dispuesto en la Constitución Política 
y la ley.

2. Presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades por motivo; de interés general o 
particular y obtener pr >nta resolución de las 
mismas.

3. Formular consultí .s escritas o verbales 
en relación con las materias a cargo de las 
entidades públicas.

4. Participar en los j rocesos de concurso o 
licitación de cualquiei naturaleza y tener 
aceso a las funciones y cargos públicos, en 
condiciones que garapíicen la imparcialidad 
y la igualdad de oportu aidades.

5. Fundar, organizár y desarrollar asocia­
ciones cívicas, sindical; s, comunitarias, juve­
niles, benéficas o de i tilidad común con el 
obj eto de que constituy m mecanismos demo­
cráticos de participaqii n, concertación, con­
trol y vigilancia de la g estión pública.

6. Elegir representa» tes en las juntas, con­
sejos o comités de laS empresas que prestan 
servicios públicos.

7. Acudir ante la a itoridad judicial para 
hacer efectivo el cump .imiento de una ley o 
un acto administrativo

8. Promover acción* s populares para la 
protección de los dereí hos e intereses colec­
tivos, relacionados coi la moralidad en la 
Administración Pública, el patrimonio, el es­
pacio, la seguridad y 1 a salubridad públicos, 

el ambiente, la libre competencia económica 
y otros de similar naturaleza que defina la 
ley.

9. Solicitar de la autoridad competente la 
aplicación de las sanciones penales o disci­
plinarias derivadas de la conducta de los 
servidores públicos.

10. Adelantar gestiones ante las autorida­
des públicas bajo la presunción de buena fe.

11. Conocer los documentos gubernamen­
tales y actos administrativos no amparados 
por reserva constitucional o legal, con el fin 
de informarse sobre el manejo de los asuntos 
públicos y ejercer eficaz control sobre la con­
ducta de las autordidades.

Artículo 59 Con el fin de preservar la mora­
lidad en la Administración Pública, los ciuda­
danos deben:

1. Acatar la Constitución y las leyes.
2. Respetar, apoyar y obedecer a las autori­

dades legítimamente constituidas.
3. Respetar los derechos ajenos y no abusar 

de los propios.
4. Obrar conforme al principio de solidari­

dad social.
5. Proceder conforme al principio de la 

buena fe.
6. Actuar conforme al principio de preva­

lencia del interés general.
7. Participar en la vida política, cívica y 

comunitaria del país.
8. Contribuir al financiamiento de los gas­

tos e inversiones del Estado dentro de concep­
tos de justicia y equidad.

9. Asumir con responsabilidad y rectitud 
las funciones públicas que les sean encomen­
dadas.

10. Denunciar ante las autoridades compe­
tentes las irregularidades, contravenciones y 
delitos de que tengan conocimiento, especial­
mente cuando tales conductas afecten la mo­
ralidad en la Administración Pública, el 
patrimonio, el espacio o la seguridad públicos.

11. Colaborar con las autoridades en la 
formulación de propuestas orientadas a elevar 
los niveles de eficiencia, eficacia y moralidad 
en la Administración Pública.

12. Colaborar oportunamente con las auto­
ridades en el suministro de informaciones, 
datos, estudios o documentos que faciliten el 
cabal cumplimiento de las funciones a ellas 
atribuidas, o permitan identificar a los res­
ponsables de conductas contrarias a la recti­
tud o a la moralidad en la Administración 
Pública.

13. Abstenerse de impedir, obstaculizar, en­
cubrir o de cualquier manera entrabar la 
acción de las autoridades en la investigación 
de conductas que atenten contra la moralidad 
en la Administración pública o el patrimonio 
público.

14. Abstenerse de suministrar a las autori­
dades informaciones falsas o erradas.

15. Abstenerse de ofrecer ventajas, dádivas 
o recompensas a los servidores públicos para 
obtener de éstos una decisión o actuación en 
determinado sentido.

16. Obrar con lealtad y buena fe en las 
peticiones o actuaciones de cualquier natura­
leza que adelanten ante las autoridades.

III. Régimen de los servidores públicos.

a) Régimen disciplinario.

Artículo 69 La función disciplinaria es parte 
del sistema de administración de personal, y 
se ejercerá para asegurar a la sociedad y a la 
Administración Pública la eficiencia en la 
prestación de los servicios a cargo del Estado 
por lo.s empleados y trabajadores del Estado, 
asi como la moralidad, la responsabilidad y la 
conducta correcta de los mismos, sin perjuicio 
de los derechos y garantías que le corresponda 
como tales.

Las normas que integran el régimen disci­
plinario, no pueden ser objeto de modificación 
a través de convenciones o pactos colectivos 
de trabajo, y los vacíos normativos y la inter­

pretación de sus disposiciones se hará siempre 
con referencia al Derecho Administrativo.

Artículo 79 Constituyen faltas disciplinarias 
la violación de las prohibiciones, el abuso de 
los derechos o el incumplimiento de los de­
beres establecidos en la Constitución, la ley, 
el reglamento o cualquier otro acto adminis­
trativo.

Artículo 89 Son sanciones disciplinarias:
1. Amonestación escrita con anotación en 

la hoja de vida.
2. Suspensión en el desempeño del empleo 

sin derecho a remuneración, hasta por noven­
ta (90) días calendario.

3. Destitución o terminación del contrato 
de trabajo.

Parágrafo 19 La comisión de faltas leves 
dará lugar a la aplicación de las sanciones 
disciplinarias contempladas en el ordinal 1 
de este artículo, y a la suspensión sin dere­
cho a remuneración hasta por diez (10) días 
calendario.

Las faltas graves, o la reincidencia en faltas 
leves, dará lugar a suspensión sin derecho a 
remuneración entre once (11) y noventa (90) 
días calendario, o a destitución, según el caso.

Parágrafo 29 La sanción de destitución o 
terminación del contrato de trabajo acarrea 
siempre la inhabilidad para el desempeño de 
empleos oficiales entre dos (2) y diez (10) 
años.

Artículo 99 Para la determinación de las 
faltas como leves o graves se tendrán en 
cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

1. La naturaleza de la falta, sus efectos con 
relación al servicio y los perjuicios que se 
hayan causado.

2. El grado de participación en el hecho, 
y la existencia de circunstancias atenuantes 
o agravantes.

3. Los motivos determinantes, según sean 
innobles o fútiles, o nobles y altruistas.

4. Las condiciones personales del infractor 
tales como la categoría del cargo y la natura­
leza de las funciones del mismo.

Articulo 10. Se consideran circunstancias 
agravantes, entre otras, las siguientes:

1. Reincidir en la comisión de faltas.
2. Realizar el hecho en complicidad de 

otros.
3. Cometer la falta aprovechando la con­

fianza depositada por el superior.
4. Cometer la falta para ocultar otra.
5. Rehuir la responsabilidad o atribuírsela 

a otros.
6. Infringir varias obligaciones con la mis­

ma acción u omisión.
7. Preparar ponderadamente la infracción.
Artículo 11. Son circunstancias atenuantes 

las siguientes:
1. La buena conducta anterior.
2. Haber sido inducido por un superior a 

cometer la falta.
3. El confesar la falta oportunamente.
4. Procurar, a iniciativa propia, resarcir el 

daño o compensar el perjuicio causado.
5. El haber obrado por motivos nobles o 

altruistas.
Artículo 12. La investigación disciplinaria 

se hará por las personas que señale el jefe 
del organismo o la autoridad nominadora.

De la iniciación de la acción disciplinaria 
y de sus resultados respectivamente, deberá 
darse aviso oportuno a la Procuraduría Ge­
neral de la Nación, por parte del jefe del orga­
nismo o de ¡a autoridad nominadora.

Artículo 13. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 22 de la presente ley, durante la 
actuación disciplinaria se practicarán pruebas 
y allegarán informaciones sin requisitos ni 
términos especiales. En la misma forma se 
podrá recibir versión libre al inculpado.

Artículo 14. El inculpado sólo tendrá acceso 
al informativo a partir de la notificación del 
pliego de cargos, si hubiere lugar a ello.

En ningún caso se podrá nombrar apodera­
do durante la actuación disciplinaria.

Artículo 15. La actuación disciplinaria se 
desarrollará con arreglo a los principios de 
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economía, imparcialidad, responsabilidad y 
publicidad, y de conformidad con los postula­
dos que rigen la función administrativa.

Artículo 16. En virtud del principio de eco­
nomía:

1. En los procesos úl ciplinarios no se po­
drán establecer trámites o etapas diferentes 
a los expresóme toe contemplados en la pre­
sente ley.

2. Los procesos deberán adelantarse con 
agilidad, en el menor tiempo posible y con la 
menor cantidad de gastos de quienes inter­
vienen en ellos.

3. No se exigirán más documentos y copias 
de los estrictamente necesarios, ni autentica­
ciones ni notas de presentación personal sino 
cuando la ley 1c ordene en forma expresa.

4. Los empleados responsables de la fun­
ción disciplinaria tendrán el impulso oficioso 
de los procedimientos y evitarán decisiones 
inhibitorias.

5. La.s nulidades que resulten de vicios de 
procedimientos podrán sanearse con el cum­
plimiento del correspondiente requisito.

6. Se utilizarán formularios para actuacio­
nes en serie cuando la naturaleza de ellos 
lo haga posible y sin que ello releve a las 
autoridades de la obligación de considerar 
todos los argumentos y pruebas de ios inte­
resados.

Artículo 17. En virtud del principio de im­
parcialidad :

1. Las autoridades disciplinarias deberán 
actuar teniendo en cuenta que la finalidad 
de los procedimientos consiste en propender 
por el recto y adecuado cumplimiento de las 
funciones públicas por parte de los empleados 
y trabajadores del Estado y en asegurar y 
garantizar los derechos de todas las personas 
sin ningún género de discriminación.

2. El investigado podrá tener acceso al in­
formativo disciplinario a partir del momento 
en que le sea notificado el pliego de cargos.

3. Toda decisión que se adopte en el pro­
ceso disciplinario se motivará en forma deta­
llada y precisa.

4. No podrá, investigarse disciplinariamente 
una misma conducta más de una vez.

5. Los investigados tendrán 1a. oportunidad 
de conocer y controvertir, por los medios 
legales, las decisiones adoptadas.

Artículo 18. En virtud del principio de res­
ponsabilidad :

1. La responsabilidad de la dirección de la 
función disciplinaria, será del jefe o repre­
sentante de una entidad pública.

2. El jefe o representante de la entidad 
pública está obligado a buscar el cabal cum­
plimiento de la función disciplinaria. Por lo 
tanto, no actuará con desviación o abuso de 
poder y ejercerá sus competencias exclusi­
vamente para los fines previstos en la ley.

3. Los jefes y directivos de las entidades 
públicas al ejercer la función disciplinaria, 
tendrán en cuenta que sus actuaciones u omi­
siones antijurídicas generan responsabilidad 
y dan lugar al deber de indemnizar los daños 
causados.

4. Todo empleado oficial que conozca de la 
comisión de una falta disciplinaria tendrá el 
deber de ponerla en conocimiento del jefe o 
representante de la respectiva entidad, so 
pena de responder disciplinariamente.

Artículo 19. En virtud del principio de pu­
blicidad:

1. Las autoridades darán a conocer sus 
decisiones mediante las comunicaciones, no­
tificaciones o publicaciones que las normas 
vigentes establecen.

2. Las sanciones impuestas a los empleados 
y trabajadores de Estado se registrarán en 
un libro dispuesto para el efecto, así como 
también se archivarán en la correspondiente 
hoja de vida.

3. Las autoridades dispondrán lo necesario 
para asegurar el archivo de los informativos 
disciplinarios.

4. La Procuraduría General de la Nación 
semestralmente publicará los nombres de los 
empleados y trabajadores del Estado que ha­

yan sido desvinculados como consecuencia de 
una sanción disciplinaria, una vez que esté 
en firme, sin perjuicio del correspondiente 
archivo de antecedentes disciplinarios. Copia 
de esta publicación se enviará a todas las 
entidades .públicas.

Artículo 20. En caso de que la falta que se 
investiga sea grave, o que la permanencia en 
el cargo del infractor pueda entorpecer la 
investigación, el jefe del organismo o la en­
tidad nominadora suspenderá a aquél por el 
término que dure la investigación, dentro de 
los plazos señalados en el artículo siguiente.

Si el empleado fuere absuelto, o si fuere 
sancionado con sanción distinta a la destitu­
ción o suspensión del cargo, o éste fuere 
inferior al tiempo en que estuvo suspendido, 
tendrá derecho a que se le reconozca y pague 
el valor correspondiente a la suspensión no 
justificada.

Artículo 21. La investigación disciplinaria 
deberá adelantarse dentro del plazo de trein­
ta (30) días hábiles prorrogables por otros 
treinta (30) días hábiles más por el jefe del 
organismo o la autoridad nominadora, dejan­
do constancia escrita de las razones que tuvo 
para ello.

Artículo 22. La investigación disciplinaria se 
adelantará dentro del término previsto en el 
artículo anterior, conforme el siguiente pro­
cedimiento :

1. Cuando el jefe del organismo o la auto­
ridad nominadora tenga conocimiento de un 
hecho que pueda constituir falta disciplinaria, 
y exista por lo menos una declaración de 
testigo que ofrezca serios motivos de credibi­
lidad o un indicio grave, que pueda compro­
meter la responsabilidad administrativa de 
un empleado, dictará auto de apertura y 
designará empleado investigador, quien den­
tro de los tres (3) días hábiles siguientes pro­
cederá a formular cargos al funcionario in­
culpado.

2. El acusado dispondrá de un término de 
cinco (5) días hábiles contados a partir del 
recibo del pliego de cargos o de la puesta al 
correo del mismo, para presentar sus descar­
gos y para solicitar y aportar pruebas, du­
rante el cual el informativo permanecerá a 
su disposición en la oficina de quien adelanta 
la investigación.

3. Vencido dicho término el funcionario in­
vestigador, en un plazo máximo de diez (10) 
días hábiles practicará las pruebas solicitadas 
por el acusado que considere eficaces y con­
ducentes, y las demás que considere necesario 
practicar para el mejor esclarecimiento de los 
hechos.

4. Practicadas las pruebas a que se refiere 
el numeral anterior, o vencido el término de 
cinco (5) días hábiles sin que el acusado so­
licitare la práctica de ellas, el empleado in­
vestigador, dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes, rendirá el informe correspondiente 
ante el jefe del organismo o la autoridad 
nominadora.

5. El jefe del organismo o la autoridad no- 
minadora, dispondrá de un término de cinco 
(5) días hábiles para proferir decisión de 
fondo o para disponer, por una sola vez, la 
prórroga de la investigación, en caso de que 
como resultado de la misma aparecieren 
hechos nuevoss que puedan constituir falta 
disciplinaria imputable al acusado u otros 
empleados y que por su conexidad deban 
investigarse conjuntamente. En este caso el 
funcionario investigador procederá dentro de 
los tres (3) días hábiles siguientes, a formular 
cargos al inculpado o inculpados, debiendo 
Observarse de ahí en adelante el procedi­
miento previsto en el presente articulo.

Artículo 23. Las resoluciones en las que se 
decida de fondo en las actuaciones discipli­
narias se notificarán en la forma prevista 
por el artículo 44 del Código Contencioso Ad­
ministrativo, y contra ellas proceden los re­
cursos establecidos en dicho Código por la vía 
gubernativa, con los requisitos y trámites 
previstos para ella.

Las sanciones tienen aplicación inmediata 
y los recursos se conceden en el efecto devo­
lutivo.

Artículo 24. El jefe del organismo o la auto­
ridad nominadora deberán disponer lo necesa­
rio para que las sanciones impuéstas sean 
publicadas en el Diario Oficial y en un diario 
de amplia circulación en el lugar de trabajo 
del empleado sancionado, dentro del mes 
siguiente a la fecha en que queden en firme 
tales sanciones.

Artículo 25. El ejercicio de la función dis­
ciplinaria caducará a los diez (10) años de 
haberse cometido la falta, si se trata de faltas 
graves. En caso de faltas leves el término de 
caducidad será de cinco (5) años.

b) Control sobre el reclutamiento 
de los servidores públicos.

Artículo 26. Todo aspirante a ocupar un 
empleo en una entidad pública, deberá pre­
sentar ante la unidad de personal de la enti­
dad a la cual solicita ingresar, o ante la 
dependencia que haga sus veces, su hoja de 
vida en la cual deberá consignar la siguiente 
información:

1. Existencia o inexistencia de anteceden­
tes penales, indicando en caso afirmativo las 
penas que le han sido impuestas y la razón 
de las mismas.

2. Existencia o inexistencia de anteceden­
tes disciplinarios, indicando en caso afirma­
tivo las sanciones que le han sido impuestas 
y la razón de las mismas.

3. Existencia o inexistencia de condenas 
judiciales de responsabilidad civil derivadas 
de la. respon,sabildiad patrimonal en que haya 
hecho incurrir al Estado, por sus actuaciones 
u omisiones que hayan sido consecuencia de 
su conducta dolosa o gravemente culposa, o a 
causa de haber incurrido en responsabilidad 
fiscal.

4. Existencia o inexistencia de cualquier 
hecho o circunstancia que implique una in­
habilidad de orden constitucional o legal para 
ocupar el empleo al que aspira.

5. Existencia o inexistencia de cualquier 
hecho o circunstancia que pueda conllevar a 
una incompatibilidad de orden constitucional 
o legal para desempeñar el empleo al que 
aspira.

6. Relación detallada de su formación aca­
démica, indicando los años de estudio cursa­
dos en los distintas niveles de educación y los 
títulos y certificados obtenidos. En caso de 
contar con títulos de formación técnica y 
profesional deberá indicar el puntaje del pro­
medio de las calificaciones obtenidas al fina­
lizar la carrera.

7. Relación detallada de su experiencia 
laboral, indicando todos los empleos desem­
peñados, tanto en el sector público como en el 
privado, los motivos de su desvinculación y 
la dirección, el número del teléfono o el 
apartado postal que se requiera para solicitar 
información al respecto.

8. Indicación de si tiene definida o no su 
situación militar.

Parágrafo. La información consignada por 
quien aspire a ocupar un empleo o cargo 
público se entenderá rendida bajo la gravedad 
del juramento.

Artículo 27. El jefe de la unidad de personal 
de la entidad que reciba una solicitud de 
empleo, o quien haga sus veces, verificará que 
la correspondiente hoja de vida reúna los re­
quisitos exigidos y dejará expresa constancia 
de haber realizado las averiguaciones ten­
dientes á establecer el desempeño laboral del 
aspirante, en caso de que el jefe del organismo 
o la autoridad nominadora vaya a proveer un 
empleo con base en determinada hoja de vida. 
También deberá indicar si el aspirante reúne 
o no los requisitos exigidos para el empleo 
y si no tiene impedimento alguno para des­
empeñar dicho empleo, todo ello con fun­
damento en la información suministrada por 
él mismo en su hoja de vida.
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Articulo 28. Quien sea seleccionado para 
ocupar un empleo público deberá aportar con 
anterioridad al acto de posesión o a la sus­
cripción del contrato der trabajo toda la docu­
mentación necesaria para comprobar la infor­
mación suministrada en la correspondiente 
hoja de vida.

El j efe de la unidad de ¡personal de la enti­
dad respectiva, o quien haiga sus veces, deberá 
dejar constancia expresaren el acta de pose­
sión o el contrato de trapajo de haber verifi­
cado el aporte de la referida documentación.

Artículo 29. Será nulo tódo acto de nombra­
miento o de posesión, al [igual que todo con­
trato de trabajo que se (haga o celebre en 
contravención de lo dispuesto en la presente 
ley, y el respectivo acto o [contrato deberá ser 
revocado o terminado taiji pronto se advierta 
la infracción, sin perjuicií) de la responsabili­
dad que por mala conducta corresponda al 
infractor.

Deberá también revocarse todo acto de 
nombramiento o de posesión, o terminarse 
todo contrato de trabajo,!'cuando se advierta 
que se aportó documentación falsa para sus­
tentar la información súnjinistrada en la hoja 
de vida, sin perjuicio de la responsabilidad 
penal a que haya lugar.

Artículo 30 Para la previsión de los cargos 
de carrera administrativa que queden vacan­
tes en las entidades de la Administración Pú­
blica, mediante el sistemé de concurso abier­
to, se considerarán como méritos para ser 
tenidos en cuenta preferentemente en la eva­
luación de los candidatos; conforme se deter­
mina en el artículo siguiente, la valoración 
del trabajo desarrollado un los puestos ante­
riormente ocupados, los cursos de capacita­
ción, estudios y trabajos de investigación rea­
lizados; y los títulos académicos obtenidos.

Artículo 31. De acuerde con lo dispuesto en 
el artículo anterior, loá méritos relacionados 
darán preferencia al car didato a ocupar un 
cargo de carrera que demuestre poseerlos en 
más alto grado, para ser seleccionado frente 
a los demás candidatos !q te compartan con él 
los cinco (5) primeros! [ligares de la corres­
pondiente lista de elegibl ts, de acuerdo con. el 
siguiente orden.de prelación:

1. La valoración del rebajo desarrollado 
en los puestos anteriolr lente ocupados que 
arroje como resultado la más alta evaluación 
del desempeño de un candidato, teniendo en 
cuenta la.s calificcaiones i le servicio obtenidas 
por él mismo, el concej to emitido por sus 
jefes, los premios, condecoraciones y demás 
beneficios otorgados por su buen desempeño 
y la inexistencia de sanci anes disciplinarias o 
de llamadas de atención < .erivadas de su com­
portamiento, sumará tre nta (30) puntos al 
candidato que la obteng i.

Si además de lo anterio ', el buen desempeño 
demostrado se ha llevado a cabo en un empleo 
relacionado de manera específica con las fun­
ciones del cargo convocado, sumará veinte 
(20) puntos adicionales í los treinta (30) ya 
mencionados.

2. Los cursos de capacitación, estudios y 
trabajos de investigación realizados sumarán 
quince (15) puntos al candidato que obtenga 
mayor valoración al respejeto, y diez (10) pun­
tos más si ios mismos tienen relación especí­
fica con las funciones de cargo convocado.

3. Los títulos académicos obtenidos que 
excedan los exigidos como requisito para el 
cargo convocado sumará» quince (15) puntos 
al candidato que obtenga mayor valoración al 
respecto, y diez (10) puntos más si los mismos 
tienen relación especificja con las funciones 
de dicho cargo.

Articulo 32. Las convocatorias para los con­
cursos abiertos relativos a los cargos de carre­
ra deberán divulgarse por lo menos con cinco 
(5) días de anticipación a la fecha de cele­
bración del concurso, a través de su publica­
ción, en un diario de amplia circulación en 
el lugar en donde se llevará a cabo, o en su 
defecto por la radio o por medio de bandos 
o edictos.

c) Declaración de bienes y rentas.

Artícuio 33. Las normas de este capítulo se 
aplicarán a los empleados del Estado de los 
niveles técnico, profesional, ejecutivo, asesor 
y directivo o sus equivalentes en los sistemas 
especiales de los Ministerios, Departamentos 
Administrativos, Unidades Administrativas 
Especiales, Superintendencias y Estableci­
mientos Públicos.

De igual forma estas normas se aplicarán a 
los trabajadores del Estado vinculados a Em­
presas Industriales y Comerciales del Estado 
y Sociedades de Economía Mixta asimiladas 
a. ellas del orden nacional, que indiquen los 
jefes de tales organismos, de conformidad con 
la-reglamentación que deberán expedir para 
tal efecto dentro de los dos (2) meses siguien­
tes a la vigencia de esta ley.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente ca­
pítulo se aplicará igualmente a los empleados 
y.trabajadores del Estado en los órdenes de­
partamental, distrital y municipal, según sea 
el caso, teniendo en cuenta lo previsto en este 
artículo.

Artículo 34. Los empleados y trabajadores 
del Estado, al tomar posesión del cargo o al 
iniciar el desempeño del empleo, al retirarse 
del mismo, y a más tardar el treinta y uno 
(31) de diciembre de cada año o cuando el 
jefe de la entidad a la que estén vinculados 
se los solicite, deberán declarar bajo jura­
mento ante el jefe de personal de la respecti­
va entidad o quien haga sus veces, el monto 
de sus bienes y rentas así como suministrar 
información detallada de su hoja de vida.

Artículo 35. La unidad de personal de la 
correspondiente entidad, o la dependencia 
que haga sus veces, deberá recopilar y clasifi­
car en un banco de datos la información con­
tenida en la declaración juramentada.

El Departamento Administrativo de la Fun­
ción Pública suministrará a las diferentes 
entidades, el formato especial para dicha 
declaración.

Artículo 36. La declaración juramentada 
deberá contener la siguiente información:

1. Nombre completo, documento de iden­
tificación y dirección del domicilio perma­
nente.

2. Número de identificación tributaria.
3. Nombre y documento de identificación 

del cúnyuge o compañero o compañera per­
manente y parientes en primer grado de con­
sanguinidad.

4. Relación de ingresos del últilmo año 
provenientes de la entidad en la cual trabaja 
y otros ingresos.

5. Información sobre el estado de cuentas 
corrientes y de ahorros, en Colombia o en el 
exterior.

6. Relación detallada de créditos vigentes.
7. Calidad de miembro de junta o de con­

sejo directivo o superior de entidades descen­
tralizadas de cualquier orden.

8. Mención sobre su carácter de socio en 
corporaciones, asociaciones o sociedades civi­
les o comerciales.

9. Información sobre existencia de sociedad 
conyugal vigente o de sociedad de hecho entre 
compañeros permanentes.

10. Relación e identificación de bienes pa­
trimoniales actuales.

Parágrafo. En la declaración juramentada 
se debe especificar que los bienes y rentas 
declaradas son los únicos que posee el decla­
rante, ya sea personalmente o por interpuesta 
persona, señalados a la fecha de dicha decla­
ración.

Articulo 37. La Presidencia de la República, 
la Fiscalía General de la Nación, la Procura­
duría General de la Nación, la Contraloria Ge­
neral de la Republica y los jueces competen­
tes, podrán solicitar en cualquier momento 
copia de la información anteriormente reco­
pilada, la cual deberá ser enviada por las 
entidades públicas en un plazo no mayor a 
diez (10) días hábiles, so pena de que el em­
pleado negligente incurra en falta discipli­
naria. 

Articulo 38. Las entidades encargadas del 
registro de contratos, vehículos y bienes raí­
ces, de las sociedades civiles y comerciales 
tendrán la obligación de remitir, a solicitud 
de la Presidencia de la República, la Fiscalía W 
General de la Nación, la Contraloría General 
de la Repúbica, la Procuraduría General de 
la Nación, ios jueces competentes o del re­
presentante legal de la entidad pública corres­
pondiente, la información que se les requiera 
con el fin de constatar y cotejar la veracidad 
de las declaraciones juramentadas contempla­
das en esta ley. Esta información deberá ser 
remitida en un tiempo no mayor a diez (10) 
días hábiles.

Artícuio 39. Las declaraciones juramentadas 
objeto de esta ley sólo podrán ser utilizadas 
para los fines y propósitos de la aplicación 
de las normas de los empleados y trabajadores 
del Estado.

Artículo 40. A partir de la vigencia de la 
presente ley, los jefes de personal, o quien 
haga sus veces, de los organismos públicas 
deberán recoger las declaraciones juramen­
tadas de los empleados y trabajadores del Es­
tado e ingresarlas al banco de datos mencio­
nado, en un piazo no mayor de sesenta (60) <
dias calendario. La fecha de corte de la 
relación de bienes e ingresos deberá ser la 
del treinta y uno (31) de diciembre de 1992.

Articulo 41. La información consignada en 
las declaraciones juramentadas solamente 
podrá ser requerida por la.s unidades de per­
sonal, o quien haga sus veces, en las entidades 
públicas, por la Presidencia de la República, 
y por las demás entidades y autoridades com­
petentes para adelantar investigaciones ad­
ministrativas, civiles o penales.

d) Incentivos para los funcionarios públicos.

Artículo 42. Todas las entidades públicas <
deberán establecer, a más tardar el treinta 
y uno (31) de diciembre de cada año, los ob­
jetivos a cumplir para el cabal desarrollo de 
sus funciones durante el año siguiente, de 
tal manera que los mismos puedan ser evalua­
dos de acuerdo con los indicadores de efi­
ciencia que se diseñen para cada caso.

Igual tarea deberán realizar las dependen­
cias que conforman las distintas entidades, 
las cuales además señalarán a cada uno de 
los empleados que las integran dichos obje­
tivos, individualizando la responsabilidad que 
les corresponde para el logro de los mismos, 
teniendo en cuenta las funciones que se les 
han asignado.

Artículo 43. El Comité para la Asignación 
de Estímulos a que se refiere el Decreto-ley 
1661 de 1991, de cada una de las entidades 
públicas evaluará el desempeño de sus em- 
pleados en relación con los objetivos asigna­
dos a los mismos durante los primeros quince 
(15) días del mes de diciembre, y seleccionará 
el mejor empleado de cada dependencia y 
entre ellos, el mejor empleado de la entidad, 
todo esto con base en la reglamentación que 
expida para tal efecto.

Artículo 44. Quienes resulten electos como 
mejores empleados de la entidad y de cada 
una de las dependencias que la conforman, 
tendrán derecho a percibir durante el año 
inmediatamente siguiente, una prima de pro­
ductividad equivalente al cincuenta por ciento 
(50%) de la asignación básica mensual.

La prima de productividad se perderá en 
caso de que su beneficiario obtenga deficiente 
calificación de servicios o de que se le imponga 
alguna sanción disciplinaria.

Artículo 45. Además de la prima de que 
trata el artículo anterior, quien sea electo 
como mejor empleado de la entidad tendrá 
derecho a que se le pague en el mes de enero 
del año siguiente al de su designación como 
tal, una suma adicional igual a dos (2) veces <|
su asignación básica mensual, a título de 
bonificación de excelencia.

Artículo 46. Quienes sean seleccionados 
como mejor empleado de la entidad y de las

orden.de
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dependencias que la conforman, al igual que 
quienes ocupen los dos (2) lugares siguientes 
en cada dependencia, tendrán derecho a 
ocupar mediante encargo o nombramiento 
provisional los empleos de superior categoría 
que queden vacantes, siempre y cuando 
reúnan los requisitos exigidos para su desem­
peño, sin que por ello pierdan los beneficios 
de que tratan los artículos anteriores.

Artículo 47. La evaluación del desempeño 
deberá tenerse en cuenta siempre que se trate 
de seleccionar candidatos para la postulación 
y otorgamiento de becas, participación en 
cursos especiales de capacitación, concesión 
de comisiones de estudio y participación en 
programas de bienestar social.

En el correspondiente acto de selección 
deberá dejarse constancia expresa de haberse 
considerado tal criterio como elemento deci­
sorio para asignar cualquiera de los beneficios 
relacionados, sin perjuicio de que se exija al 
candidato escogido el lleno de los requisitos 
a que haya lugar en cada caso.

Artículo 48. Las entidades públicas deberán 
divulgar internamente o a través de la prensa, 
la radio o la televisión, la identidad de quie­
nes resulten elegidos como mejores empleados 
de la entidad y de sus dependencias.

Artículo 49. La prima de productividad y la 
bonificación de excelencia establecidas en la 
presente ley no constituyen factor salarial 
para ningún efecto.

Artículo 50. El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público deberá garantizar a las dis­
tintas entidades públicas la provisión de los 
recursos necesarios para el pago de los bene­
ficios establecidos en la presente ley.

IV. Régimen penal.

a) Delitos en particular.

1. Modificaciones a la parte especial 
del Código Penal.

Artículo 51. El artículo 133 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 133. Peculado por apropiación. El 
servidor público que se apropie en provecho 
suyo o de un tercero de bienes del Estado o de 
empresas o instituciones en que éste tenga 
parte o de bienes de particulares cuya adminis­
tración o custodia se le haya confiado por 
razón de sus funciones, incurrirá en prisión 
de cuatro (4) a quince (15) años, multa equi­
valente al valor de lo apropiado e interdicción 
de derechos y funciones públicas de diez (10) 
años.

“Si lo apropiado no supera un valor de tres
(3) salarios mínimos legales mensuales vigen­
tes, dicha pena se disminuirá de la mitad a 
las tres cuartas partes”.

Artículo 52. El artículo 138 del Código Penal 
quedará así:

“Articulo 138. Peculado por extensión. Tam­
bién incurrirá en las penas previstas en los 
artículos anteriores el particular que realice 
cualquiera de las conductas en ellos descritas 
sobre bienes:

“1. Que administre o tenga bajo su custodia 
pertenecientes a empresas o instituciones en 
que el Estado tenga la mayor parte o reciba 
a cualquier título de éste.

“2. Que recaude, administre o tenga bajo 
su custodia pertenecientes a asociaciones pro­
fesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, 
juveniles, benéficas o de utilidad común no 
gubernamentales”.

Artículo 53. Para todas las modalidades de 
peculado, contempladas en el Capitulo Pri­
mero del Título Tercero del Libro Segundo del 
Código Penal, las penas de prisión señaladas 
aumentarán entre dos (2) y cuatro (4) años 
cuantío el hecho recaiga sobre:

1. Objeto de interés científico, histórico, 
cultural, educativo, artístico o asistencial o 
sobre bien de uso público o utilidad social.

2. Efectos destinados a la seguridad y de­
fensa nacional.

Artículo 54. El artículo 140 del Códgio Penal 
quedará así:

“Artículo 140. Concusión. El servidor público 
que abusando de su cargo o de sus funciones 
constriña o induzca a alguien a dar o prome-: 
ter al mismo servidor o a un tercero, dinero o 
cualquier otra utilidad indebidos, o los soli­
cite, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) 
años, multa de treinta (30) a cien (100) sa­
larios mínimos legales mensuales vigentes, e 
interdicción de derechos y funciones públicas 
de diez (10) años”.

Artículo 55. El artículo 141 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 141. Cohecho propio. El servidor 
público que reciba para sí o para otro dinero 
u otra utilidad, o acepte promesa remunera­
toria, directa o indirectamente, para retardar 
u omitir un acto propio de su cargo, o para 
ejecutar uno contrario a sus deberes oficiales, 
incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años, 
multa de treinta (30) a sesenta (60) salarios 
mínimos, e interdicción de derechos y fun­
ciones públicas de diez (10) años”.

Artículo 56. El artículo 142 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 142. Cohecho impropio. El servidor 
público que acepte para sí o para un tercero, 
dinero u otra utilidad o promesa remunera­
toria, directa o indirectamente, para el cum­
plimiento de funciones propias de su cargo, 
incurrirá en las penas señaladas en el artículo 
anterior”.

Artículo 57. El artículo 143 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 143. Cohecho por dar u ofrecer. El 
que dé u ofrezca dinero u otra utilidad, o 
prometa remuneración a servidor público en 
los casos previstos en los dos artículos ante­
riores, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro
(4) años, multa de cinco (5) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, e interdicción de 
derechos y funciones públicas de uno (1) a 
tres (3) años.

“El juez podrá atenuar la sanción e incluso 
prescindir de la aplicación de la pena, cuando 
el agente colabore eficazmente con la justicia 
en la determinación de la responsabilidad 
penal del servidor público, mediando confe­
sión de la realización de su conducta, de 
acuerdo al grado de eficacia de la colabora­
ción”.

Artículo 58. El artículo 144 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 144. Violación del régimen legal 
de inhabilidades e incompatibilidades. El ser­
vidor público que en ejercicio de sus funciones 
intervenga en la tramitación, aprobación o 
celebración de un contrato con violación del 
régimen legal de inhabilidades o incompati­
bilidades, incurrirá en prisión de dos (2) a seis 
(6) años, multa de treinta (30) a ochenta 
(80) salarios mínimso legales mensuales vi­
gentes, e interdicción de derechos y funciones 
públicas de diez (10) años”.

Artículo 59. El artículo 145 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 145. Interés ilícito en la celebra­
ción de contratos. El servidor público que se 
interese ilícitamente en provecho propio o 
de un tercero, en cualquier clase de contrato 
u operación en que deba intervenir por razón 
de su cargo o de sus funciones, incurrirá en 
prisión de dos (2) a cuatro (4) años, multa 
de diez (10) a cincuenta (50) salarios míni­
mos legales mensuales, e interdicción de dere­
chos y funciones públicas de diez (10) años”.

Artículo 60. El artículo 146 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 146. Contratos sin cumplimiento 
de requisitos legales. El servidor público que 
por razón del ejercicio de sus funciones y con 
el propósito de obtener un provecho ilícito 
para si, para el contratista o para un tercero, 
tramita contrato sin observancia de los requi­
sitos legales esenciales o lo celebre o liquide 
sin verificar el cumplimiento de los mismos, 
incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años, 
multa de cuarenta (40) a ochenta (80) salarios 

mínimos legales mensuales, e interdicción de 
derechos y funciones públicas de diez (10) 
años”.

Artículo 61. Para efectos penales, el contra­
tista, el interventor, el consultor y el asesor 
se consideran particulares que cumplen fun­
ciones públicas en todo lo concerniente a la 
celebración, ejecución y liquidación de los 
contratos que celebren con las entidades esta­
tales y, por lo tanto, estarán sujetos a la 
responsabilidad que en esa materia señala la 
ley para los servidores públicos.

Artículo 62. El artículo 147 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 147. Tráfico de influencias para 
obtener favor de servidor público o testigo. 
El que invocando influencias reales o simula­
das, reciba o haga dar o prometer para sí o 
para un tercero dinero o dádiva, con el fin de 
obtener favor de un servidor público que esté 
conociendo o haya de conocer de un asunto, 
o de algún testigo, incurrirá en prisión de dos 
(2) a cuatro (4) años, multa de diez (10) a 
cincuenta (50) salarios mínimos legales men­
suales, e interdicción de derechos y funciones 
públicas de uno (1) a cinco (5) años”.

Artículo 63. El artículo 148 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 148. Enriquecimiento ilícito. El 
servidor público que obtenga incremento pa­
trimonial que no justifique, incurrirá en 
prisión de tres (3) a ocho (8) años, multa 
equivalente al incremento patrimonial obte­
nido e interdicción de derechos y funciones 
públicas de diez (10) años.

En la misma pena incurrirá la persona 
interpuesta para disimular el incremento pa­
trimonial no justificado”.

Artículo 64. El artículo 149 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 149. Prevaricato por acción. El 
servidor público que profiera resolución o 
dictamen contrarios a la ley, incurrirá en 
prisión de dos (2) a seis (6) años, multa de 
treinta (30) a sesenta (60) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes e interdicción de 
derechos y funciones públicas de diez (10) 
años”.

Artículo 65. El artículo 150 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 150. Prevaricato por omisión. El 
servidor público que omita, retarde, rehúse o 
deniegue un acto propio de sus funciones, 
incurrirá en las penas previstas en el artículo 
anterior”.

Artículo 66. El artículo 151 del Código Penal 
quedará así:

“Artículo 151. Prevaricato por asesoramien- 
to ilegal. El servidor público que ilícitamente 
asesore, aconseje o patrocine a persona que 
gestione cualquier asunto en su despacho, in­
currirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) 
años, multa de quince (15) a treinta (30) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes e 
interdicción de derechos y funciones públicas 
de cinco (5) años”.

Artículo 67. Modifícase el artículo 63 del 
Código Penal, así:

“Artículo 63. Servidores públicos. Para efec­
tos penales son servidores públicos los miem­
bros de las corporaciones públicas, los funcio­
narios o empleados públicos, los trabajadores 
oficiales, los miembros de las fuerzas armadas 
y toda otra persona que ejerza cualquier 
función pública, así sea de modo transitorio, 
o estuviere encargada de un servicio público.

“Parágrafo. Modifícase en el Código Penal 
la expresión ‘empleado oficial’ por la de ‘ser­
vidor público’, siempre que aquélla sea em­
pleada”.

Artículo 68. Para los delitos contra la Ad­
ministración Pública no contemplados en este 
capítulo que tengan penas de multa, ésta será 
siempre entre cinco (5) y cuarenta (40) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
de acuerdo con la dosificación que haga el 
juez.
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2. Disposiciones especiales.

Artículo 69. Las penas señaladas en los 
artículos 176 y 177 del Código Penal se aumen­
tarán de la mitad a las tres cuartas partes, 
cuando los delitos correspondientes se come­
tan con relación a hechos punibles tipificados 
en los artículos 51 a 66 de la presente ley.

Artículo 70. La pena Señalada en esta ley 
para el delito de prevaricato por omisión, 
aumentará parte a la mitad cuando lo omi­
tido, rehusado, retardado o denegado verse 
sobre la prevención, investigación o juzga­
miento de cualquiera de los delitos tipificados 
en los artículos 51 a 66 de la presente ley.

Artículo 71. Las accioftes penales relativas 
a delitos contra la Administración Pública 
prescribirán en un tiemp o igual al máximo de 
la pena fijada en la ley si fuere privativa de 
la libertad pero, en ning in caso, será inferior 
a diez (10) años ni excederá de veinte (20). 
Para este efecto se tendrán en cuenta las 
circunstancias de atenuación y agravación 
concurrentes.

En los delitos que tengan señalada otra 
clase de pena, la acción prescribirá en cinco
(5) años.

b) Aspectos procesales.

Artículo 72. Cuando en las diligencias prac­
ticadas a partir de la apertura de la investi­
gación exista un indicio de que los bienes, 
fondos, derechos u otro$ activos provienen o 
tienen relación con la c< misión de cualquiera 
de los delitos contemplados en los artículos 
51 a 66 de la presente le r, la Fiscalía General 
de la Nación podrá disponer su inmediato 
embargo preventivo, ju ito con el secuestro 
cuando sea del caso.

Si se tratare de bienes depositados en enti­
dades financieras, se podrá ordenar su inme­
diata inmovilización.

Contra estas decisiones procede sólo el 
recurso de reposición, si|n perjuicio de su in­
mediato cumplimiento.

Artículo 73. Los bienes y efectos empleados 
en la comisión de cualiQuiera de los delitos 
tipificados en los artícu os 51 a 66 de la pre­
sente ley, así como aqiellos elementos que 
provengan de su ejecuc ón, pasarán al poder 
del Estado, quien los en ¡regará en depósito a 
sus propietarios o tened mes legítimos que así 
lo soliciten, salvo el der jcho de terceros o de 
normas que dispongan ' o contrario.

A partir del momento en que tales bienes 
queden en poder del Est ido, estarán fuera del 
comercio hasta que qued e ej ecutoriada la pro­
videncia sobre entrega < adjudicación defini­
tivas, sin perjuicio de la.i medidas preventivas 
de embargo y secuestro 1 ¡galmente decretadas.

Parágrafo. De la medi la adoptada se levan­
tará un acta en que a jarezca el inventario 
de los bienes debidamente identificados y se 
enviará copia de ella a 1 a Fiscalía General de 
la Nación.

Artículo 74. En el evento de bienes sujetos 
a cualquier modalidad c e registro respecto de 
los cuales se hubiere di ¡puesto su embargo o 
secuestro preventivos o se hubiere producido 
su decomiso, se dará av so inmediato al fun­
cionario competente, qqien inscribirá la me­
dida sin someterla a tur no alguno ni al cobro 
de cualquier derecho, so pena de incurrir en 
causal de mala conducta. Efectuada la ins­
cripción, todo derecho c e terceros constituido 
sobre el bien de que se trate será inoponible 
al Estado.

La orden de entrega iefinitiva de bienes a 
particulares será sometida al grado jurisdic­
cional de consulta y sól) se cumplirá una vez 
la providencia dictada en él quede ejecuto­
riada.

Articulo 75. Por sentencia judicial se de­
clarará extinguido el dominio sobre bienes 
adquiridos ilícitamente mediante las conduc­
tas descritas en el Títúlo Tercero del Libro 
Segundo del Código Pénal en perjuicio del 
Tesoro Público o con grave deterioro de la 

moral social. En todo caso, quedan a salvo los 
derechos de terceros de buena fe.

Los bienes que pasen al dominio público 
serán de propiedad de la Fiscalía General de 
la Nación, la cual celebrará para su adminis­
tración contratos de fiducia o de encargo 
fiduciario con las entidades legalmente facul­
tadas para ello.

Artículo 76. Por decisión judicial se decla­
rará extinguido el dominio sobre las sumas 
de dinero consignadas a órdenes de los Des­
pachos Judiciales, así como sobre los bienes 
incautados dentro de los procesos penales que 
correspondan a cualquiera de los delitos 
contra la Administración Pública, cuando 
transcurrido un año desde la fecha en que 
puedan ser recuperados por los interesados 
éstos no lo hagan, o desde su incautación 
cuando se trate de bienes sin dueño conocido.

Vencido el término de que trata este ar­
tículo, el funcionario competente, de oficio o 
a solicitud de parte avisará al interesado por 
correo certificado a la última dirección que 
aparezca en el proceso de que se trate, o 
mediante publicación en un periódico local de 
amplia circulación cuando se trate de bienes 
sin dueño conocido, que en un plazo no su­
perior a un (1) mes contado desde la fecha 
de la remisión o publicación del aviso, deberá 
justificar, por medio idóneo, el no retiro opor­
tuno de las sumas de dinero o de los bienes, so 
pena de la extinción del dominio en favor del 
Estado.

Luego de dicho plazo, el juez decidirá sobre 
la extinción del derecho y procederá en con­
secuencia, sin que contra su decisión proceda 
recurso alguno.

En todo caso, la decisión podrá ser impug­
nada en única instancia ante la jurisdicción 
contencioso administrativa.

Dichos bienes serán de propiedad de la Fis­
calía General de la Nación, una vez haya sido 
decretada la extinción del derecho de dominio.

Esta celebrará para su administración, con­
tratos de fiducia o de encargo fiduciario con 
las entidades legalmente facultadas para ello.

Artículo 77. En todo proceso por delitos 
contra la Administración Pública, será obli­
gatoria la constitución de parte civil a cargo 
de la persona jurídica de derecho público per­
judicada, para reclamar todos los perjuicios 
económicos, sean materiales o morales, que 
dichas conductas hayan generado.

De la apertura de instrucción deberá siem­
pre comunicarse en los términos de ley al 
representante legal de la entidad de que se 
trate.

El incumplimiento de estas obligaciones es 
causal de mala conducta para el funcionario 
correspondiente.

c) Otras disposiciones.

Artículo 78. Autorízase al Fiscal General 
de la Nación para crear las Unidades de Fis­
calía para los delitos contra la Administración 
Pública, cuyas funciones serán, entre otras, 
la investigación y acusación ante los funcio­
narios competentes para el conocimiento de 
tales delitos.

Parágrafo 19 Las Unidades de Fiscalía para 
los delitos contra la Administración Pública, 
tendrán a su disposición un equipo de miem­
bros especializados del cuerpo técnico de in- 
vestgiación de la Fiscalía, quienes contarán 
con todos los medios y recursos suficientes 
para el cumplimiento de sus labores, y todo lo 
necesario para asegurar su protección per­
sonal.

Parágrafo 29 La Escuela de Investigación 
Criminal y Criminalística de la Fiscalía Ge­
neral de la Nación diseñará e implantará los 
programas necesarios para garantizar ade­
cuados sistemas para la especialización a que 
se refiere el parágrafo anterior, en coordina­
ción con la Dirección Nacional de Adminis­
tración Judicial.

Artículo 79. Quien no siendo autor o 
partícipe de cualquier hecho punible de los 

contemplados en los artículos 51 a 66 de la 
presente ley, suministre a la autoridad infor­
mes que permitan hacer efectiva la orden de 
captura a un sindicado o la incautación de 
bienes destinados a la comisión o que pro­
vengan de la ejecución de delito contra la 
Administración Pública, o quien dé infor­
mes que permitan determinar la autoría, 
participación o responsabilidad penal en los 
mismos, será beneficiario de una recompensa 
monetaria cuya cuantía no excederá el equi­
valente a un mil (1.000) salarios mínimos 
legales mensuales, pagadera dentro o fuera 
del país, según señale el beneficiario.

Dicho beneficiario será determinado por el 
Fiscal General de la Nación, quien será el 
ordenador del gasto, el cual será cargado a 
la cuenta especial que se cree en el presupues­
to de la Fiscalía para este propósito, y cuyo 
manejo será cobijado por reserva legal, la cual 
podrá ser levantada solamente y en forma 
indelegable por el Contralor General de la 
República, a quien corresponderá privativa­
mente su auditaje, o>por el Procurador Ge­
neral de la Nación en las investigaciones 
penales o disciplinarias que promovieren.

Los informes se consignarán en acta reser­
vada en la cual se hará constar la versión, y 
se suscribirán por el ordenador del gasto o su 
delegado, por el agente del Ministerio Público, 
y por el informante, quien además estampará 
su impresión dactilar. El acta se remitirá a la 
Fiscalía General de la Nación -—Despacho del 
Fiscal—, donde se conservará con la debida 
reserva y seguridades. De su contenido, el 
Fiscal General deberá expedir copia autenti­
cada prescindiendo de la firma y datos de 
identidad del informante, con destino a la 
respectiva investigación penal, quedando su 
valor probatorio sujeto a la estimación que 
haga el funcionario judicial.

En todo lo relacionado con el contenido del 
acta para la identificación del informante, el 
levantamiento de su reserva para el juez y el 
Fiscal, o en caso de comprobación de falsedad 
de la información o de motivos fraudulentos, 
así como de la protección del exponente, se 
aplicará lo previsto por el artículo 22 del De­
creto legislativo 2790 de 1990, adoptado como 
legislación permanente por el Decreto 2271 
de 1991.

Artículo 80. Para determinados casos de 
delitos tipificados en esta ley especialmente 
graves, a juicio del Fiscal General de la Nación 
o del Vicefiscal, las victimas, los testigos y 
los jueces y demás funcionarios pueden ser 
cobijados por el Programa de Protección a 
Intervinientes en el Proceso Penal, en lós 
términos de éste.

Artículo 81. La Fiscalía General de la Nación 
en las investigaciones criminales podrá soli­
citar la colaboración de cualquier entidad 
estatal para que, a través de funcionarios 
comisionados, coadyuve en la investigación de 
los delitos contemplados en el Título Tercero 
del Libro Segundo del Código Penal. A dichos 
funcionarios se les garantizará, en caso nece­
sario, la reserva de su identidad, mediante 
los mecanismos que determinen las entidades 
citadas.

Artículo 82. La Fiscalía General de la Nación 
cada tres (3) meses publicará en un periódico 
diario de amplia circulación nacional, difun­
dirá por una emisora radial de audiencia 
nacional y exhibirá a través de uno de los 
canales nacionales de televisión, por una vez, 
la lista de las personas condenadas por cual­
quiera de los delitos consagrados en los ar­
tículos 51 a 66 de la presente ley, añadiendo 
el delito cometido, la vinculación que la per­
sona hubiera tenido con el Estado, la respec­
tiva condena, y los subrogados y beneficios 
que hubiere, sin perjuicio de las disposiciones 
sobre reserva.

V. Régimen financiero.

Artículo 83. Las instituciones sometidas al 
control y vigilancia de la Superintendencia 
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Sanearía, las sociedaes comisionistas de bolsa, 
las sociedades administradoras de fondos de 
inversión y los organismos cooperativos de 
ahorro y crédito, deberán adoptar medidas de 
control apropiadas y suficientes, orientadas a 
evitar que en la realización de sus operaciones 
puedan ser utilizadas como instrumento para 
el ocultamiento, manejo, inversión o aprove­
chamiento en cualquier forma de dinero u 
otros bienes provenientes de los delitos contra 
la Administración Pública.

Para estos efectos, dentro de los tres (3) 
meses siguientes a la vigencia de la presente 
ley, las entidades mencionadas establecerán 
mecanismos y procedimientos adecuados, o 
introducirán a los ya adoptados, los ajustes o 
modificaciones pertinentes, ciñéndose para 
ello a lo dispuesto en el artículo 102 del 
Decreto-ley 663 de 1993 (Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero).

Artículo 84. El organismo que, en cada caso, 
ejerza la inspección y vigilancia de las enti­
dades a que se refiere el artículo anterior, 
podrá, en cualquier tiempo, formular obser­
vaciones en relación con los mecanismos de 
control adoptados, o respecto de los ajustes 
o modificaciones introducidas a los mismos, 
con el fin de que se garantice su idoneidad 
y suficiencia. Toda variación a los mecanismos 
y procedimientos adoptados deberá ser infor­
mada al respectivo organismo de control para 
evaluar su adecuación a los objetivos que a 
través de ellos se persiguen.

Artículo 85. Sin perjuicio de lo establecido 
en el Capítulo XVI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, las entidades a que se 
refiere el artículo 83 de la presente ley, de­
berán reportar de manera inmediata y sufi­
ciente a la Fiscalía General de la Nación, o a 
los cuerpos especiales de policía judicial que 
ésta designe, cualquier información relevante 
sobre transacciones que por su cuantía y 
características permita presumir o sospechar 
razonablemente que se están transfiriendo, 
manejando, aprovechando o invirtiendo di­
neros o recursos provenientes de la comisión 
de delitos contra la Administración Pública.

Artículo 86. Sin perjuicio de lo establecido 
en el Capítulo XVI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, las entidades a que se 
refiere el articulo 83 de la presente ley de­
berán examinar con especial atención toda 
transacción efectuada por cualquier suma que 
por su naturaleza inhabitual, complejidad o 
reiteración, ofrezca dudas sobre su justifica­
ción económica y permita suponer razonable­
mente que existe algún tipo de vinculación 
de los respectivos activos, dineros o recursos 
con la comisión de delitos contra la Adminis­
tración Pública o, en general, sobre que su 
procedencia es ilícita. Establecidas estas cir­
cunstancias como resultado del examen par­
ticular de la transacción o transacciones de 
que se trate, la entidad respectiva informará 
inmediatamente acerca de ellas de acuerdo 
con lo previsto en el artículo anterior.

Artículo 87. Las entidades a que se refiere 
el artículo 83 de la presente ley, sólo estarán 
obligadas a suministrar información obtenida 
en desarrollo de los mecanismos previstos en 
este capítulo, cuando así lo solicite la Fiscalía 
General de la Nación o sus directores regio­
nales o seccionales durante las indagaciones 
previas o en la etapa de instrucción, directa­
mente o por conducto de las entidades que 
cumplan funciones de policía judicial, exclu­
sivamente para efectos de adelantar investi­
gaciones de carácter penal. Dichas entidades 
deben prestar plena y eficaz colaboración a 
las mencionadas autoridades, suministrándo­
les en forma exacta, completa y oportuna los 
documentos e informaciones que se les solicite 
y sin que les sea lícito oponer a ellas la reserva 
bancaria.

Articulo 88. Las autoridades que por virtud 
de disposiciones especiales reciban informa­
ción de las entidades mencionadas en el 
artículo 83 de la presente ley, sobre valores 
acumulados de transacciones, u otro tipo de 

datos, documentos o informaciones de cual­
quier persona natural o jurídica, o que en 
ejercicio de sus funciones de control y vigi­
lancia adviertan hechos o situaciones que 
puedan constituir indicio de que dichas enti­
dades están siendo utilizadas como instrumen­
to para el ocultamiento, manejo, inversión o 
aprovechamiento en cualquier forma de dinero 
u otros bienes provenientes de actividades 
ilícitas y, en particular, de delitos contra la 
Administración Pública, deberán informar de 
ello de manera inmediata y suficiente a la 
Fiscalía General de la Nación.

Artículo 89. Las entidades a que se refiere 
el articulo 33 de la presente ley, sus directivos 
y empleados, deberán abstenerse de comu­
nicar tanto a las personas que han realizado 
o intenten realizar operaciones sospechosas, 
como a terceros, que las autoridades compe­
tentes han solicitado documentos o informa­
ciones sobre tales operaciones, o acerca de los 
documentos o informes suministrados en 
cumplimiento de lo establecido en este capí­
tulo, o sobre las investigaciones que en rela­
ción con esas mismas operaciones se estén 
adelantando, quedando igualmente obligados 
a guardar reserva sobre dichos documentos e 
informaciones, so pena de incurrir en las san­
ciones administrativas y penales a que hu­
biere lugar.

Las autoridades que en desarrollo de lo 
dispuesto en este capítulo tengan conocimien­
to de los referidos documentos e informacio­
nes, deberán mantener reserva sobre los mis­
mos y únicamente los podrán utilizar para 
fines de investigación penal. La violación de 
este precepto hará incurrir al servidor público 
en causal de mala conducta, sin perjuicio de 
las acciones de carácter civil y penal a que 
hubiere lugar.

Artículo 90. La información que de buena 
fe se suministre a la Fiscalía General de la 
Nación o a los cuerpos especiales de policía 
judicial que ésta designe, en los términos 
establecidos en el artículo 83 de la presente 
ley, no se considerará, para ningún efecto, 
violación de la reserva bancaria o de restric­
ciones que convencionalmente o por cualquier 
disposición legal o reglamentaria se hayan 
impuesto a la divulgación de información y, 
por consiguiente, no implicará para la entidad 
ni para sus directivos o empleados, ningún 
tipo de responsabilidad.

Artículo 91. Si como consecuencia de una 
falta grave de vigilancia o por negligencia 
en la organización de sus procedimientos y 
mecanismos internos de control, o por incum­
plimiento en la adopción o aplicación de los 
mismos, las entidades a que se refiere este 
capítulo omitan suministrar la información 
de que tratan los artículos 83 a 92 de la pre­
sente ley, la autoridad que ejerza el control, 
inspección o vigilancia sobre ellas impondrá 
las sanciones administrativas correspondien­
tes, sin perjuicio de las consecuencias penales 
a que hubiere lugar.

Artículo 92. Cuando lo estime conveniente 
el Gobierno Nacional podrá extender, total o 
parcialmente, las disposiciones d'el presente 
capitulo a cualquier tipo de actividad eco­
nómica o categoría de empresas que por las 
características o modalidades de su operación 
resulten particularmente susceptibles de ser 
utilizadas para el ocultamiento, manejo, in­
versión o aprovechamiento en cualquier forma 
de dinero u otros bienes provenientes de ac­
tividades ilícitas y, en particular, de delitos 
contra la Administración Pública.

VI. Sistemas de control.

a) Control social.

Artículo 93. Los ciudadanos y sus organi­
zaciones podrán vincularse al control de la 
gestión pública con el propósito de velar por 
la moralidad administrativa, a través de las 
veedurías ciudadanas, las audiencias públicas, 
las acciones populares y los demás mecanis­

mos de participación previstos en la Consti­
tución y la ley.

Artículo 94. Las asociaciones cívicas, comu­
nitarias, de profesionales, benéficas o de uti­
lidad común no gubernamentales, deberán 
denunciar ante las autoridades competentes 
las actuaciones, hechos u omisiones de los 
servidores públicos o de los particulares que 
constituyan delitos, contravenciones o faltas 
contra la Administración Pública.

Las autoridades brindarán especial apoyo 
y colaboración a las personas y asociaciones 
que emprendan campañas de control y vigi­
lancia de la gestión pública y oportunamente 
suministrarán la documentación e informa­
ción que requieran para el cumplimiento de 
tales tareas.

El Gobierno Nacional y los de las entidades 
territoriales establecerán sistemas y mecanis­
mos de estímulo a la vigilancia y control co­
munitario de la gestión pública.

Artículo 95. En el Archivo General de la 
Nación funcionará un Centro Nacional de In­
formación para la Veeduría Ciudadana, el 
cual deberá organizar y suministrar la in­
formación producida o generada por las 
entidades del orden nacional y que interese 
de manera especial a la comunidad y a sus 
organizaciones, tales como planes y proyectos 
de desarrollo; presupu tos de inversión y 
funcionamiento; contratos de prestación de 
servicios, consultaría, ejecución de obra, con­
cesión de obra e interventoría; información 
estadística: estudios sobre la realidad eco­
nómica, social y política: normas expedidas 
tales como leyes, decretos o resoluciones y 
requisitos exigidos para ¡a realización de trá­
mites que tiene que efectuar la ciudadanía 
ante la administración.

Los representantes legales de las entidades 
nacionales deberán enviar la información re­
querida por el Archivo General de la Nación 
durante el primer mes de cada vigencia fiscal 
y mantendrán actualizado el Centro Nacional 
de Información para la Veeduría Ciudadana 
de conformidad con los reglamentos corres­
pondientes, so pena de incurrir en falta dis­
ciplinaria grave.

Articulo 96. Los departamentos, distritos y 
municipios organizarán una dependencia de­
nominada Centro de Información Ciudadana, 
que deberá organizar y suministrar la informa­
ción a que se refiere el articulo anterior, en 
relación con la correspondiente entidad terri­
torial.

El Personero Distrital o Municipal deberá 
velar por el adecuado funcionamiento del 
Centro de Información Ciudadana, e infor­
mará periódicamente al Concejo Distrital o 
Municipal sobre su desempeño.

Sobre la existencia, funcionamiento y ser­
vicios del Centro de Información deberá ilus­
trarse en las escuelas, colegios y universidades 
de la respectiva entidad territorial, asi como 
a las organizaciones de la sociedad civil.

b) Control sobre entidades sin ánimo de lucro.

Artículo 97. Sin perjuicio de las obligaciones 
que les corresponden conforme a los Decretos 
777 y 14Ü3 de 1992 y los demás que los adi­
cionen, modifiquen o sustituyan, las entidades 
sin ánimo de lucro que reciban recursos del 
Estado a cualquier titulo, deberán llevar un 
sistema contable que garantice la transparen­
cia y el control en la administración de esos 
recursos, de conformidad con la reglamenta­
ción que expida el Gobierno Nacional.

Artículo 98. La entidad sin ánimo de lucro 
que dé aplicación diferente a los recursos que 
reciba dei Estado a cualquier título, será san­
cionada con suspensión o cancelación de la 
personería jurídica según la gravedad de la 
falta, sin perjuicio de las demás sanciones 
a que hubiere lugar.

Artículo 99. El representante legal de una 
entidad sin ánimo de lucro que reciba recursos 
del Estado a cualquier titulo, estará sujeto al 
régimen de responsabilidad previsto por el 
Estatuto General de Contratación de la Ad­
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ministración Pública para los representantes 
legales de las entidadjes del sector público 
cuando aquél celebre cualquier tipo de con­
trato.

VII. Aspectos institucionales y pedagógicos.

a) Juntas directivas.

Artículo 100. La dirección de los estableci­
mientos públicos, empr jsas industriales y co­
merciales del Estado y sociedades de economía 
mixta con participación estatal mayoritaria 
en su capital social, del orden nacional, de­
partamental, distrital p municipal, estará a 
cargo de un gerente, director o presidente, 
quien será su representante legal y responsa­
ble exclusivo de la administración de la res­
pectiva entidad.

Artículo 101. Las juntas o consejos directi­
vos de las entidades def centralizadas en todos 
los niveles, cumplirán funciones consultivas 
o de asesoría y, en ningún caso, las determi­
naciones que adopten tedrán carácter vincu­
lante para el representa ate legal de la entidad.

Las materias o asuntos que deben ser objeto 
de consulta previa a la junta o consejo corres­
pondiente se determiní rán en los respectivos 
estatutos de la entidad.

Los conceptos rendidos por los miembros 
de las juntas o conse, os directivos deberán 
estar informadas por as políticas generales 
dictadas por la autoridad competente para el 
respectivo sector y po: el interés del orga­
nismo ante el cual actüan.

Artículo 102. En las| j intas o consejos direc­
tivos a que se refiere (1 artículo anterior, en 
ningún caso podrá hí ber delegados de las 
asambleas departamer tales o concejos dis­
tritales o municipales.

b) . Sistema de quejas y reclamos.

Artículo 103. Todas las entidades que en 
desarrollo de sus funciones y competencias 
tengan relación directa con los particulares, 
dispondrán de una ofi úna encargada de re­
cibir, atender, tramita: y resolver las quejas 
y reclamos que éstos le > suministren, y que se 
relacionen con el cum] Oimiento de la misión 
de la entidad.

Estas oficinas serán c readas de conformidad 
con las normas que re ;ulan el régimen jurí­
dico de la respective entidad, y estarán 
vinculadas a las dependencias encargadas de 
ejecutar el control interno.

Las entidades territ oriales dispondrán lo 
necesario para el cump imiento de lo dispues­
to en el presente articulo.

Artículo 104. Las ofic ñas de quejas y recla­
mos deberán informar periódicamente al jefe 
o director de la entidí d sobre el desempeño 
de sus funciones, los cuales deberán incluir:

1. Servicios sobre los que acusen el mayor 
número de quejas y re< lamos.

2. Lista de funcionarios que acusan fallas 
graves o retarden el e, ercicio de sus respon­
sabilidades: y

3. Principales recomendaciones sugeridas 
por los particulares qie tengan por objeto 
mejorar el servicio que preste la entidad, ra­
cionalizar el empleo dé los recursos disponi­
bles y hacer más pa rticipativa la gestión 
pública.

Artículo 105. Las que' as y reclamos se resol­
verán o contestarán siguiendo los principios, 
trámites y procedimi mtos dispuestos en el 
Código Contencioso Administrativo para el 
ejercicio del derecho de petición según se trate 
del interés particular o general y su incumpli­
miento dará lugar a la imposición de las 
sanciones previstas en el mismo.

c) Información sobre a gestión de las 
entidades públicas.

Artículo 106. Dentro de los dos (2) primeros 
meses de cada vigencia fiscal, los ministros, 
directores de departamento administrativo y 
directores, gerentes o presidentes de las enti­

dades descentralizadas del orden nacional, de­
berán presentar a la Presidencia de la Re­
pública, un informe sobre los proyectos y 
acciones que vaya a ejecutar la correspondien­
te entidad durante dicha vigencia, de acuerdo 
con la metodología y reglas que defina el 
Gobierno Nacional.

La Presidencia de la República informará a 
la opinión pública sobre el contenido de los 
informes presentados por los diferentes orga­
nismos y entidades.

Artículo 107. Los ministerios, departamentos 
administrativos y entidades descentralizadas 
del orden nacional, deberán elaborar y pre­
sentar a la Presidencia de la República, de 
acuerdo con la metodología y reglas que defi­
na el Gobierno Nacional, un informe sobre el 
cumplimiento de los proyectos y acciones a 
que se refiere el artículo anterior, a más tardar 
el treinta y uno (31) de marzo del año inme­
diatamente siguiente.

La Presidencia de la República informará 
a la opinión pública sobre el contenido de 
estos informes.

Artículo 108. Los ciudadanos y sus organiza­
ciones podrán ej ercer control sobre el cumpli­
miento de dichos informes a través de los 
mecanismos previstos por la Constitución y 
la ley.

d) Aspectos pedagógicos.

Articulo 109. El Ministerio de Educación Na­
cional regulará el contenido curricular en los 
diversos niveles de educación, de tal manera 
que se dé instrucción sobre lo dispuesto en la 
presente ley, haciendo énfasis en los deberes 
y derechos ciudadanos, la organización del Es­
tado Colombiano y las responsabilidades de 
los servidores públicos.

Artículo 110. Las entidades públicas deberán 
ofrecer cursos, programas de capacitación y 
material didáctico a todos sus servidores en 
materia de ética y responsabilidad de los ser­
vidores públicos y delitos contra la Adminis­
tración Pública.

La Escuela Superior de Administración Pú­
blica regulará el contenido curricular, prepa­
rará el respectivo material didáctico y ofre­
cerá a las diversas entidades públicas los 
cursos y programas dispuestos en este artículo.

En todos los casos los servidores públicos 
deberán tomar los cursos y programas previs­
tos en este artículo.

Artículo 111. El Gobierno Nacional deberá 
adelantar periódicamente campañas masivas 
de difusión en materia de responsabilidad de 
los servidores públicos, deberes y derechos 
ciudadanos, delitos contra la administración y 
mecanismos de fiscalización y control ciuda­
dano a la gestión pública.

El Ministerio de Gobierno, en coordinación 
con el Ministerio de Comunicaciones, adelan­
tará campañas publicitarias y de toda índole, 
tendientes a fomentar la moralización admi­
nistrativa, a prevenir y combatir todos los 
actos y hechos que atenten contra ella, así 
como a difundir el contenido, los objetivos y 
el cumplimiento de la presente ley y de las 
demás normas sobre la materia.

VIII. Comisión Nacional para la Moralización.

Artículo 112. Créase la Comisión Nacional 
para la Moralización, como un organismo de 
coordinación, adscrito a la Presidencia de la 
República.

Artículo 113. La Comisión Nacional para la 
Moralización estará integrada por:

1. El Presidente de la República.
2. El Ministro de Gobierno.
3. El Ministro de Justicia.
4. El Procurador General de la Nación.
5. El Contralor General de la República.
6. El Presidente de la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia, y
7. El Fiscal General de la Nación.
Artículo 114. La presidencia de la Comisión 

Nacional para la Moralización corresponderá 

al Presidente de la República y en su ausen­
cia, al Ministro de Gobierno.

Esta Comisión se reunirá, por lo menos, una 
vez cada dos (2) meses.

Artículo 115. Son funciones de la Comisión 
Nacional para la Moralización:

1. Coordinar políticas, planes y programas 
preventivos, educativos y de control para mo­
ralizar la Administración Pública.

2. Establecer las prioridades y estrategias 
para afrontar las situaciones que atenten o le­
sionen la moralidad en la Administración 
Pública.

3. Velar por la adecuada coordinación de 
los organismos estatales en la ej ecución de las 
políticas, planes y programas en materia de 
moralidad de la Administración Pública y su- 
pervigilar su cumplimiento.

4. Realizar y promover intercambios de in­
formación, diagnósticos y análisis de los 
organismos estatales sobre la inmoralidad ad­
ministrativa.

5. Efectuar el seguimiento y evaluación 
periódica de las políticas, planes y programas 
en materia de moralización de la Administra­
ción Pública, que se pongan en marcha y 
formular las recomendaciones a que haya 
lugar.

6. Coordinar la ejecución de políticas que 
permitan la eficaz participación ciudadana en 
el control de la gestión pública.

7. Proponer e impulsar la ejecución de 
políticas en materia educativa para promover 
el espíritu cívico, los valores y principios de 
convivencia ciudadana y el respeto hacia el 
interés público.

Artículo 116. Para apoyar el cumplimiento 
de las funciones de la Comisión Nacional para 
la Moralización, créase una Secretaría Técni­
ca, que estará organizada como un grupo de 
trabajo en el Ministerio de Gobierno.

Artículo 117. La Secretaría Técnica tendrá 
las siguientes funciones:

1. Recopilar y sistematizar la información 
necesaria para la elaboración de análisis y 
diagnósticos sobre la inmoralidad adminis­
trativa.

2. Efectuar el seguimiento de las políticas, 
planes y programas adoptados por la Comi­
sión.

3. Integrar y coordinar comités de expertos 
para el estudio de aspectos relacionados con 
la inmoralidad administrativa.

4. Ejecutar los programas de difusión y 
capacitación que adopte la comisión, organi­
zar foros y eventos académicos y hacer publi­
caciones relativas a la problemática de la 
moralización.

5. Elaborar propuestas de planes, progra­
mas y proyectos que deban someterse a consi­
deración de la Comisión.

6. Preparar proyectos de leyes y de decretos 
relacionados con las distintas materias de 
competencia de la Comisión.

7. Diseñar sistemas de evaluación, verifi­
cación y seguimiento de las políticas y pro­
gramas de moralización y ponerlos en práctica.

8. Organizar un centro de documentación 
sobre moralización administrativa; y

9. Colaborar con los distintos organismos 
estatales en el desarrollo de las políticas y 
programas que adopte la Comisión.

Artículo 118. Para la financiación de las 
actividades de la Comisión Nacional para la 
Moralización y de su Secretaría Técnica, 
créase el Fondo para la Moralización Admi­
nistrativa, dotado de personería jurídica y 
patrimonio propio, que funcionará como un 
fondo-cuenta, adscrito al Ministerio de Go­
bierno, con domicilio legal en la ciudad de 
Santafé de Bogotá, D. C., cuyo representante 
legal será el Ministro de Gobierno.

Articulo 119. El patrimonio del Fondo para 
la Moralización Administrativa estará consti­
tuido por:

1. Las partidas que se le asignen dentro 
del Presupuesto Nacional.

2. Los recursos provenientes del crédito 
interno y externo.
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3. Los recursos provenientes de cooperación 
nacional e internacional.

4. Las donaciones nacionales e internacio­
nales que reciba.

5. Los rendimientos financieros obtenidos 
de sus propios recursos.

6. Los demás bienes y recursos que reciba 
a cualquier título.

IX. Disposiciones varias.

Artículo 120. De conformidad con lo dis-j 
puesto en el numeral 10 del artículo 150 de la 
Constitución Política, revístese al Presidente 
de la República de precisas facultades extra­
ordinarias para que en el término de seis (6) 
meses, contados a partir de la promulgación; 
de la presente ley, expida normas con fuerza- 
de ley que supriman o reformen regulaciones,, 
procedimientos o trámites existentes en la 
Administración Pública, con el propósito de 
asegurar el cumplimiento de los principios 
consagrados en los artículos 83, 84 y 209 de la 
Constitución sobre moralidad, buena fe, efi­
cacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad. —

Artículo 121. Para el ejercicio de las facul­
tades a que se refiere el artículo anterior, 
créase una Comisión Asesora que conceptuará 
sobre los proyectos de decreto que el Gobierno 
someta a su estudio y que estará integrada 
por:

a) Dos (2) Representantes y dos (2) Sena­
dores escogidos por las correspondientes Cor­
poraciones, o en su receso, por sus Mesas 
Directivas;

b) Tres (3) representantes de las asocia­
ciones gremiales o profesionales escogidos por 
el Presidente de la República, de listas que 
ellas le presenten;

c) Dos (2) expertos en gestión pública de­
signados por el Gobierno Nacional.

Artículo 122. El Presidente dará cuenta al 
Congreso, dentro de los treinta (30) días 
siguientes al vencimiento de las facultades 
extraordinarias que esta ley otorga, del uso 
que haga de ellas y acompañará a su informe 
el texto de los decretos extraordinarios que 
dicte.

Articulo 123. Autorízase al Gobierno Nacio­
nal para realizar las operaciones presupués­
tales necesarias para el cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente ley.

Artículo 124. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

Presentado a consideración del honorable 
Congreso de la República, por el suscrito,

Fabio Villegas Ramírez 
Ministro de Gobierno.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:

Hasta hace pocos años se pensaba que los 
países en desarrollo estaban más expuestos 
a ser victimas de la inmoralidad administra­
tiva. Robert Klitgaard, quien es tal vez el 
autor más conocido en la materia, en 1988 
afirmaba que “como grupo, estos países son 
en particular vulnerables a los daños de la 
corrupción gubernamental, especialmente por­
que el sector público juega un papel tan 
grande e importante en la sociedad, compren­
diendo por lo general las actividades eco­
nómicas, que en muchas naciones del Occi­
dente industrializado son desarrolladas por la 
empresa privada”(l).

Sin embargo, rápidamente la realidad su­
peró estos planteamientos. Hechos recientes 
muestran que éste no es un fenómeno exclu­
sivo de los países en vía de desarrollo, sino 
que también se presenta en las naciones 
industrializadas. La inmoralidad y los corn­

il) Robert Klitgaard, “Controlling Corruption”. Ber- 
keley California: University oí California Press, 1988. 

portamientos ilícitos en el sector público son 
un problema que no conoce fronteras ni lími­
tes de ninguna especie, y que amenaza por 
igual a todas las democracias modernas.

El significado del término corrupción reviste 
una complejidad y amplitud tal que impide 
elaborar una definición ajustada a todos los 
casos. Aunque nuestra pretensión no es ela­
borar un análisis teórico al respecto, la corrup­
ción es, no importa la definición que se pre­
fiera, un fenómeno opuesto al interés público 
y al bienestar común, que viola el ordenamien­
to jurídico y atenta contra los valores funda­
mentales de toda sociedad, acentúa las des­
igualdades sociales y debilita los esfuerzos 
gubernamentales dirigidos a corregirlas. Desde 
el punto de vista político, la corrupción des­
legitima las instituciones públicas y alimenta 
la lucha violenta de los grupos que buscan su 
derrocamiento. La inestabilidad y la pérdida 
de confianza, credibilidad y respeto en el sis­
tema político son consecuencias inevitables 
de la corrupción, cuando ella alcanza niveles 
importantes de penetración social. A su som­
bra se esconde el abuso de la función pública, 
la arbitrariedad y el desconocimiento de los 
derechos y garantías sociales, dando paso al 
aprovechamiento ilegítimo por parte de algu­
nos individuos o de grupos específicos.

Es indudable que la corrupción se traduce 
en desperdicio de capitales que se desvían 
hacia otros fines y no se invierten en activi­
dades productivas que incidan en el desarrollo 
de las naciones. Como resultado de ella, recur­
sos estatales son asignados no para responder 
a las necesidades reales de la comunidad, sino 
para atender intereses particulares.

La corrupción también reduce la eficien­
cia de la Administración, que se ve afectada 
por un notable desestímulo al trabajo honesto, 
y obstaculiza la prestación de los servicios 
públicos, a la vez que eleva sus costos.

Los actos corruptos aumentan el gasto 
público y reducen los ingresos de los Estados, 
generando, inclusive, aumentos considerables 
del déficit fiscal, con efectos colaterales como 
el aumento de la inflación y otras distorsiones 
económicas.

Por estas y otras razones, el control de la 
inmoralidad en la Administración Pública ha 
sido preocupación de este Gobierno desde el 
primer día de labores. En su discurso de pose­
sión. el Presidente César Gaviria Trujillo se­
ñalaba con nombre propio que uno de los 
enemigos de la sociedad, al cual haría frente 
durante su administración, era precisamente 
la corrupción.

Para lograr este propósito, el Gobierno pre­
sentó a consideración de la Asamblea Nacional 
Constituyente numerosas iniciativas, ha pro­
movido acciones encaminadas a sancionar las 
actuaciones de los funcionarios inmorales, ha 
hecho uso de diversos instrumentos para ra­
cionalizar y hacer más eficientes las entidades 
estatales y salvaguardar el manejo de los di­
neros oficiales y ha propiciado un debate 
abierto alrededor de la necesidad de moralizar 
la Administración Pública.

Uno de los capítulos fundamentales de la 
política de moralización del Gobierno está 
constituido por el presente proyecto de ley, 
que tiene como finalidades principales la de 
propiciar un análisis amplio y profundo del 
fenómeno de la inmoralidad administrativa 
en torno a unas propuestas de desarrollo le­
gal; así como la de lograr que de ese examen 
colectivo surja un conjunto de instrumentos 
eficaces y permanentes que permitan su erra­
dicación.

La presente exposición de motivos presenta­
rá una visión general sobre la política integral 
de moralización y eficiencia de la Adminis­
tración Pública, en la que se hará referencia 
a las decisiones de carácter estructural que 
se han promovido y ejecutado durante la pre­
sente Administración, y a las acciones de 
carácter inmediato que se han definido y 
puesto en operación. A continuación, se hará 
mención de otras iniciativas que el Gobierno 

ha presentado a consideración del Congreso 
con el fin de desarrollar algunos de los pre­
ceptos contenidos en la Constitución y que 
hacen parte de esta política. Finalmente, se 
expondrá el contenido y alcance de este pro­
yecto de ley.

I. Una política integral en materia de morali­
zación y eficiencia de la Administración 

Pública.

La política integral del Gobierno en materia 
de moralización y eficiencia de la Adminis­
tración Pública se ha fundamentado en dos 
grandes columnas: por una parte, la promo­
ción de reformas de carácter estructural y, 
por otra, la puesta en marcha de acciones de 
carácter inmediato.

En lo que hace referencia a las reformas 
de carácter, estructural, se debe resaltar el 
desarrollo de los nuevos principios y mandatos 
constitucionales en materia de función admi­
nistrativa; servidores públicos; prácticas po­
líticas; fortalecimiento de la justicia; control 
interno, fiscal y disciplinario; servicios públi­
cos; planeación, presupuestación y los procesos 
de descentralización y modernización del 
Estado.

Respecto a las acciones de carácter inme­
diato, cabe destacar la creación de la Misión 
para la Moralización y Eficiencia de la Ad­
ministración Pública; las reformas a los re­
gímenes de comercio exterior, tributario, de 
cambios y aduanero; la modernización de sec­
tores claves de la economía como puertos, 
ferrocarriles y carreteras; la reestructuración 
del Instituto de Seguros Sociales y de la Caja 
Nacional de Previsión y, en general, la agili- 
zación y depuración de los servicios prestados 
por las oficinas públicas; el mejoramiento 
salarial de los empleados, los sistemas de es­
tímulos a los funcionarios públicos, la racio­
nalización de las plantas de personal y la 
celebración de contratos de desempeño; los 
avances en materia del proceso de descentra­
lización; la promoción de sistemas de quejas 
y reclamos, y, más recientemente, el proceso 
de reorganización de la Policía Nacional.

Es claro que la política del Gobierno en 
materia de moralización no es una cuestión 
reciente, sino que se enmarca dentro de un 
proceso que se viene desarrollando de manera 
continuada. Se trata de un programa integral, 
armónico y coherente que busca, a través de 
decisiones concretas, moralizar y dotar de 
un alto grado de eficiencia a la Administra­
ción Pública.

En el presente capítulo se hará referencia 
a estas decisiones, con el objeto de que puedan 
apreciarse en conjunto los propósitos y al­
cances de la política de moralización puesta 
en marcha durante la actual Administración.

A. Decisiones de carácter estructural.

La Constitución Política de 1991, promovida 
desde el momento mismo de su gestación por 
el actual Gobierno, e inspirada por sus orien­
taciones en varios de sus nuevos mandatos, 
adoptó en materia de Administración Pública 
unos principios claros y coherentes, a la altura 
de los anhelos de cambio de los colombianos 
que observaban desconcertados cómo el Esta­
do que había sido concebido para su beneficio 
se tornaba muchas veces en un ente abstracto 
y lejano, sin identidad alguna con sus aspi­
raciones y contrario, en no pocas de sus ac­
tuaciones, a los intereses legítimos de la 
comunidad.

1. Nuevos principios en materia de función 
administrativa.

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
209 de la Carta Política, la función adminis­
trativa está al servicio de los intereses gene­
rales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publi­
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cidad, medíante la descentralización, la de­
legación y la desconcentración de funciones.

El actual Gobierno ha sido consecuente con 
la importancia que para la Administración 
Pública representan los anteriores postulados, 
y no sólo ha procurado por todos los medios 
desarrollar su actuación de acuerdo con los 
mismos, sino que tambiéh ha introducido pro­
fundos cambios en la estructura de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público del orden nacio­
nal y en los organismos que la conforman, con 
el objeto de hacerlos efectivos, tal como se 
explicará más adelante.

También ha comprendido el Gobierno que 
para garantizar su cumplimiento es necesario 
desarrollarlos de modo especial, en relación 
con cada una de las materias de las que se 
ocupa la Administración Pública, y es por esto 
que así lo ha venido haciendo en las diferen­
tes iniciativas legislativas que ha presentado 
al respecto.

Debemos tener presente que, además de los 
principios consagrados en la citada norma 
constitucional, existen ¡otros postulados en 
nuestra Carta Política que atañen de manera 
directa a. la función i 4dministrativa. Tales 
postulados conllevan a la promoción de la 
competencia en el sector público; a la vincu­
lación de los particulares al cumplimiento de 
funciones públicas; a la responsabilidad del 
Estado por loe daños antijurídicos que le sean 
imputables; a la supresión de trámites y re­
gulaciones que no se Compadezcan con la 
presunción de la buena fe de los particulares 
en todas las gestiones [que adelantan ante 
las autoridades públicas y, en general, a la 
interrelación entre la comunidad y la Admi­
nistración Pública, como corolario supremo de 
la definición de Estad® Social de Derecho 
adoptada por nuestros constituyentes.

2. Nuevos mandatos en relación 
con los servidores públicos.

Nuestra Carta Política, acogiendo la impor­
tancia que reviste el que los ciudadanos iden­
tifiquen a las personas que tienen a su cargo 
el cumplimiento de las funciones del Estado 
como servidores de la cotnunidad en general y 
de cada uno de ellos en particular, en los 
asuntos oficiales de su competencia, ha pre­
visto como denominación genérica para los 
mismos, la de servidoras públicos, término 
éste que da una idea exacta de lo que se es­
pera de quienes ostentan tal investidura.

Para enfatizar aún más en la vocación de 
servicio a la comunidad) que entraña la cali­
dad de servidor publico, y en las especiales 
condiciones de probidad, capacidad e impar­
cialidad que deben acompañar tal investidura, 
la Constitución Política consagró importantes 
principios en tal sentido:

a) El precepto que indica que los servidores 
públicos están al servicio del Estado y de la 
comunidad, y que ejercerán sus funciones en 
la forma prevista por la Constitución, la ley 
y el reglamento;

b) La exigencia de que todo empleo tenga 
detalladas sus funciones)en ley o reglamento;

c) La disposición de que todo servidor pú­
blico preste juramento de cumplir y defender 
la Constitución y desempeñar los deberes que 
le incumben;

d) La obligación de míe los servidores pú­
blicos declaren bajo juiamento el monto de 
sus bienes y rentas al tomar posesión del 
cargo, al retirarse del m^smo, o cuando auto­
ridad competente se los solicite;

e) El mandato que se ñala que las autori­
dades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, ho tira, bienes, creencias 
y demás derechos y libe hades, y para asegu­
rar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares;

f) La norma que seña: a que a los servidores 
públicas les cabe respon ¡abilidad por omisión 
o extralimitación en el ejercicio de sus fun­
ciones, además de la que les pueda correspon­
der por infringir la Con: titución y la ley;

g) La previsión que señala que el Estado 
responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados 
por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas, pero que en el evento de ser con­
denado a la reparación patrimonial de uno 
de tales daños, que haya sido consecuencia 
de la conducta dolosa o gravemente culposa 
de un agente suyo, deberá repetir contra éste;

h) El precepto del que se desprende que, 
por regla general, los empleos en Jos órganos 
y entidades del Estado son de carrera, e in­
dica que el ingreso a dichos cargos y el as­
censo en los mismos se harán previo cumpli­
miento de los requisitos y condiciones que fije 
la ley para determinar los méritos y calidades 
de los aspirantes.

La importancia de esta disposición es tal 
que el artículo transitorio 21 de la Constitu­
ción Política le fijó un plazo de un año al 
Congreso de la República, a partir de la fecha 
de su instalación, para expedir las normas 
legales que la desarrolan, lo cual ya hizo 
dicha Rama del Poder Público mediante la 
Ley 27 de 1992.

Las normas en materia de carrera adminis­
trativa buscan profesionalizar los servicios 
públicos, eliminando la indebida injerencia 
de los grupos políticos en su designación y 
asegurando el acceso de los ciudadanos a la 
función pública, en condiciones de igualdad.

Así mismo, tanto en la citada norma cons­
titucional como en esta ley, se prevé un tér­
mino de seis (6) meses cotados a partir de la 
expedición de la misma para que los nomi- 
nadores de los servidores públicos apliquen las 
normas relativas a la carrera que ella con­
tiene.

3. Normas moralizadoras de nuestras 
prácticas políticas y administrativas.

Entre los aspectos que han sido regulados 
de manera más detallada, estricta y rigurosa 
en la Carta Política se destaca, sin duda al­
guna, el que se refiere al régimen de prohibi­
ciones, inhabilidades e incompatibilidades de 
los servidores públicos. Esto no podría ser de 
otra manera si se tiene en cuenta que el 
fenómeno de la corrupción en nuestro país 
ha adquirido considerables proporciones y 
frente a ello el clamor ciudadano se ha hecho 
sentir en tal forma que las decisiones adop­
tadas al respecto por la Asamblea Nacional 
Constituyente, auspiciadas por el actual Go­
bierno, se encuentran plenamente legitimadas 
al contar con el apoyo de la comunidad.

Algunas de las disposiciones constitucionales 
que apuntan a moralizar nuestras prácticas 
políticas y administrativas merecen especial 
mención:

a) La prohibición a todas las ramas u órga­
nos del poder público de decretar auxilios o 
donaciones en favor de personas naturales o 
jurídicas de derecho privado;

b) El severo régimen de inhabilidades e in­
compatibilidades previsto para las máximas 
autoridades de toda-s las Ramas del Poder 
Público y, en general, para la totalidad de 
los servidores públicos, destacándose entre 
estas últimas las referentes a la prohibición 
de celebrar contratos con entidades públicas 
o con personas privadas que manejen o ad­
ministren recursos públicos; el impedimento 
para desempeñar simultáneamente más de 
un empleo público y para recibir más de una 
asignación que provenga del erario y la prohi­
bición de aceptar cargos, honores o recompen­
sas de gobiernos extranjeros u organismos in­
ternacionales. o de celebrar contratos con ellos 
sin previa autorización del Gobierno.

Todas estas normas apuntan a garantizar 
la probidad de los servidores públicos y a lo­
grar que desarrollen sus funciones teniendo 
siempre presente el interés de la comunidad, 
y haciendo caso omiso de situaciones de pri­
vilegio que puedan favorecer indebidamente 
sus intereses personales;

c) La prohibición del nepotismo, según la 
cual los servidores públicos no podrán nom­

brar como empleados a personas con las cua­
les tengan parentesco hasta el cuarto grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad, pri­
mero civil, o con quienes estén ligados por 
matrimonio o unión permanente, ni designar 
a personas vinculadas por Io.s mismos lazos 
con servidores públicos competentes para in­
tervenir en su designación;

d) La prohibición de acumular mandatos, 
según la cual nadie puede ser elegido para más 
de una corporación o cargo público, ni para 
una corporación y un cargo, si los respectivos 
períodos coinciden en el tiempo, así sea par­
cialmente:

e) La prohibición de participación de los 
miembros de las Corporaciones Públicas en las 
Juntas y Consejos Directivos de las entidades 
descentralizadas en todos los niveles;

f) Las disposiciones que buscan evitar que 
la identidad política de los ciudadanos y las 
actividades partidistas generen privilegios in­
debidos, entre las cuales son de destacar las 
referentes a la prohibición de que la filiación 
política de ios mismos sirva para determinar 
su nombramiento para un empleo de carrera, 
su ascenso o remoción; la prohibición para 
los empleados del Estado y de sus entidades 
descentralizadas de ejercer jurisdicción, auto­
ridad civil o política, cargos de dirección ad­
judicial, electoral o de control, de tomar parte 
ministrativa, o se desempeñen en los órganos 
judicial, electoral o de control, de tomar parte 
en las actividades de los partidos y movimien­
tos y en las controversias políticas, y la prohi­
bición de utilizar el. empleo para presionar a 
los ciudadanos a respaldar una causa o cam­
paña política;

g) Los preceptos que tienden a evitar que 
los partidos y movimientos políticos puedan 
convertirse en fuente de inmoralidad, entre 
los cuales conviene resaltar los que .se refieren 
a la prohibición para quienes desempeñan 
funciones públicas de hacer contribución al­
guna a los mismos o inducir a otros a oue lo 
hagan: la financiación estatal de su funcio­
namiento y campañas electorales y su acceso 
a los medios de comunicación social del 
Estado.

También es importante anotar que la Cons­
titución reconoce en la función crítica, que 
frente al Gobierno ejercen los partidos y mo­
vimientos políticos que no participen en el 
mismo, un valioso instrumento de control y 
por ello prevé la existencia de un estatuto 
de la oposición que permita su desarrollo de 
manera eficaz y sin obstáculo alguno.

4. Fortalecimiento de la justicia.

Dentro de las políticas puestas en marcha 
para dar mayor legitimidad al Estado y mo­
dernizarlo, en las euales el Gobierno ha hecho 
especial énfasis y ha aportado todas las posi­
bilidades a su alcance, debe mencionarse 
expresamente el fortalecimiento de la justicia, 
el cual, con los efectos que lleva consigo, no 
sólo propende por la moralización, infundien­
do en la comunidad confianza y respeto, sino 
garantiza asi mismo la justa y pronta sanción 
a las faltas contra la moralidad.

Las disposiciones sobre administración de 
justicia plasmadas en la Constitución Política, 
recogiendo varias proposiciones de origen gu­
bernamental, se han concretado a través de 
normas expedidas con relación a. procedimien­
tos de diverso tipo, permitiendo obtener resul­
tados apreciables.

Especial consideración merece la creación 
de la Fiscalía General de la Nación. Se trata 
de un organismo que hace parte de la Rama 
Judicial, cuya función primordial es instruir 
el sumario y acusar a los presuntos infracto­
res de normas penales ante los jueces de co­
nocimiento. Para ello tiene a su disposición 
todos los requerimientos técnicos del caso.

La circunstancia de contar con un esquema 
de trámite penal acusatorio, cuva efectividad 
se acredita por los instrumentos y método.? 
empleados, hacen de la Fiscalía un garante 
de la moralización estatal. Otra de sus facul-
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tades es la participación activa en la formu­
lación de la política criminal, en cuanto enti­
dad en contacto con la realidad delincuencia!, 
apta para señalar actuaciones frente a dicha 
problemática.

Es posible afirmar que el país dispone de 
medios para fomentar la moralización a tra­
vés de una investigación penal profesional y 
eficaz.

5. Nuevos mandatos en materia de control.

Con el objeto de garantizar a todos los ha­
bitantes de Colombia el cumplimiento de uno 
de los máximos postulados del Estado Social 
de Derecho, como lo es el que sus ciudadanos 
y la comunidad en general puedan verificar 
fácilmente y sin temor alguno la concordancia 
de la conducta de los servidores públicos con 
los deberes, obligaciones y prohibiciones que 
a éstos les impone la Constitución, la ley y 
los intereses generales, nuestra Carta Política 
ha establecido una amplia gama de mecanis­
mos de control que cubren todos ios aspectos 
de la actuación de los mismos y que, debida­
mente ejercitados, conducirán a que las per­
sonas que tienen a su cargo funciones públicas 
las desarrollen cabalmente, en aras al logro 
del bien común, abandonando cualquier pro­
pósito de aprovecharse indebidamente de su 
investidura.

Para que se comprenda aún más el alcance 
de los nuevos mandatos constitucionales en 
materia de control, al igual que sú importan­
cia para enfrentar la inmoralidad en la Ad­
ministración Pública, consideramos conve­
niente hacer un recuento de los mismos:

a) Control judicial. En virtud del mismo, 
cualquier ciudadano puede denunciar ante la 
autoridad judicial correspondiente a los ser­
vidores públicos cuya conducta considere ilí­
cita y exigir la reparación de los daños 
causados.

Cabe resaltar que en relación con los actos 
emanados de los servidores públicos, la Cons­
titución Política previo eficaces mecanismos 
de control por vía judicial, como las acciones 
de tutela, de cumplimiento, de nulidad por in- 
constitucionalidad y popular de inconstitu- 
cionalidad;

b) Control interno. Se prescribe al respecto 
que la Administración Pública, en todos sus 
órdenes, tendrá un control interno que se 
ejercerá en los términos que señale la ley, y 
que las autoridades correspondientes están 
obligadas a diseñar y aplicar, según la natu­
raleza de sus funciones, métodos y procedi­
mientos para el efecto;

Este tipo de control conduce a efectivizar 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publici­
dad que rigen la función administrativa, sin 
que se diluya, como sucedía anteriormente, la 
responsabilidad que sobre su ejercicio le 
corresponde a los jefes de las diferentes enti­
dades públicas.

c) Control fiscal. Se dispone en esta materia 
que la vigilancia de la gestión fiscal del Estado 
incluye el ejercicio de un control financiero, 
de gestión y de resultados, fundado en la efi­
cacia, la economía, la equidad y la valoración 
de los costos ambientales.

Se prescribe también que dicho control se 
ejercerá en forma posterior y selectiva, con lo 
cual se suprimen los controles previo y per­
ceptivo que venían ejerciendo las Contralorías 
y que conducían a una coadministración que 
desvirtuaba la naturaleza de tales organismos 
de vigilancia a la par que generaba, en no 
pocas ocasiones, inmoralidad.

d) Control disciplinario. Para garantizar 
una efectiva vigilancia de la conducta oficial 
de quienes desempeñen funciones públicas, se 
dispone expresamente que tal control cubra 
la totalidad de los servidores públicos, inclu­
sive los de elección popular, con lo cual se 
llena el vacío que existía al respecto en el 
regimen anterior.

Con el objeto de que no se diluya la respon­
sabilidad que sobre el ejercicio de la función 
disciplinaria corresponde a los jefes de los 
diferentes organismos estatales, se prescribe 
además que el Procurador General de la Na­
ción, como supremo director del Ministerio 
Público, ejercerá la vigilancia superior y el 
poder disciplinario de manera preferente res­
pecto de quienes desempeñen funciones públi­
cas, con lo cual no quedan aquéllos excluidos 
de su obligación.

Sin duda alguna, estos mandatos, debida­
mente desarrollados por la ley y unidos a los 
que se refieren al control interno, ayudarán 
a lograr que los servidores públicos adecúen 
su conducta a los intereses de la comunidad 
y observen rigurosamente el cumplimiento de 
los deberes, obligaciones y prohibiciones que 
les impone la Constitución y la ley, so pena 
de hacerse acreedores a la sanción que de 
acuerdo con la infracción les corresponda.

e) Control político. Con el fin de garantizar 
el adecuado y correcto funcionamiento de la 
Administración Pública, al igual que de pro­
piciar que las políticas gubernamentales 
sirvan a los intereses de la comunidad y de 
mantener al mismo tiempo un sano equilibrio 
entre, las diferentes ramas del Poder Público 
que sirva para prevenir el ej ercicio negligente 
o arbitrario de la autoridad administrativa, se 
rediseñó en la Constitución el control político. 
De esta manera, se dotó a la Rama Legisla­
tiva de instrumentos eficaces para ejercerlo, 
al establecer, además de las potestades reco­
nocidas al Congreso de la República para 
solicitar informes al Gobierno y citar y re­
querir a los ministros, la posibilidad de pro­
poner moción de censura respecto de éstos por 
asuntos relacionados con funciones propias 
de su cargo.

f) Control social. Aunque es una conse­
cuencia lógica del postulado de democracia 
participativa acogido por nuestra Carta Po­
lítica, esta misma dispuso de manera expresa 
que la ley organizará las formas y los sistemas 
de participación ciudadana que permitan vigi­
lar la gestión pública, que se cumpla en los 
diversos niveles administrativos y sus resul­
tados.

Estableció también la Constitución eficaces 
instrumentos de participación ciudadana, 
como lo son el plebiscito, el referendo, la con­
sulta popular, el cabildo abierto, el voto pro­
gramático y la revocatoria del mandato, los 
cuales contribuirán fehacientemente a que las 
autoridades estatales de todos los niveles sean 
conscientes de que su misión es la de servir 
a la comunidad.

6. Nuevos mandatos en materia 
de servicios públicos.

Debido a la importancia que para el bienes­
tar, la salud y en general la calidad de vida 
de la población representan los servicios pú­
blicos, el Estado colombiano ha venido invir­
tiendo grandes sumas de dinero a través de 
las empresas públicas que tienen a su cargo 
la prestación de los mismos.

Dada la magnitud de tal inversión y la 
directa vinculación de los servicios públicos 
con la finalidad social del Estado, la Carta 
Política impuso a éste el deber de asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes 
del territorio nacional, al mismo tiempo que 
asignó al Presidente de la República la atri­
bución de señalar, con sujeción a la ley, las 
políticas generales de administración y con­
trol de eficiencia de los mismos y ejercer, por 
medio de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios el control, la inspección 
y la vigilancia de las entidades que los presten.

AI control anterior se le suma el que ejer­
cerán los propios ciudadanos en virtud del 
mandato constitucional que prescribe que la 
ley determinará los deberes y derechos de los 
usuarios, y el régimen de su protección y sus 
formas de participación en la gestión y fisca­
lización de las empresas que presten el servi­

cio, con lo cual se garantiza una eficaz super- 
vigilancia en un sector tan decisivo para el 
desarrollo ael país y tan vulnerable frente a 
la corrupción administrativa.

7. Nuevos mandatos en materia 
de planeación, presupuestaeión 
y descentralización.

De igual forma, los nuevos preceptos cons­
titucionales que establecen que nuestra Re­
pública Unitaria es descentralizada y que sus 
entidades territoriales gozan de autonomía 
para la gestión de sus intereses, contribuyen 
a una mejor vigilancia de la actividad estatal, 
con lo cual los ciudadanos pueden controlar 
a quienes toman las decisiones que mayor in­
cidencia tienen sobre ellos.

Ayudarán también a evitar la inmoralidad 
administrativa, los nuevos mandatos consti­
tucionales que disponen la transparencia y la 
participación comunitaria en la conformación 
de los planes de desarrollo y en la distribución 
presupuestaria’ de los recursos del Estado, los 
cuales posibilitan una efectiva verificación de 
su correcta ejecución y destinación.

B. Acciones de carácter inmediato.

Todas estas decisiones de carácter estruc­
tural, que conforman apenas una parte de la 
política integral del actual Gobierno en ma­
teria de lucha contra la corrupción, se unen 
a las decisiones inmediatas que se han tomado 
en diferentes sectores y entidades claves de 
la administración nacional. La recuperación 
de la credibilidad en las instituciones demo­
cráticas y el proceso de modernización del 
Estado han marchado conjuntamente con la 
premisa fundamental de eliminar la corrup­
ción.

Una de estas decisiones fue la de constituir 
un frente común entre el Gobierno, la Pro­
curaduría y la Contraloría, a través de la con­
formación de la Misión para la Moralización 
y la Eficiencia de la Administración Pública, 
para coordinar acciones en la lucha contra la 
inmoralidad administrativa. En desarrollo de 
sus actividades se esableció una Estrategia y 
un Plan de Acción que ha cubierto tres frentes 
prioritarios: la investigación de los delitos 
contra la Administración Pública, la preven­
ción del fenómeno a partir de la generación 
de reformas y procesos de modernización del 
aparato estatal y el apoyo directo y la parti­
cipación de la ciudadanía y del sector privado 
en la denuncia de actos atentatorios contra 
el interés general.

Como resultado de la estrategia guberna­
mental en materia de moralización y moder­
nización institucional, se ha desarrollado, por 
una parte, el principio de la responsabilidad 
de los directivos del Estado que posibilitó la 
conformación de un sistema integral de con­
trol interno, fortalecido con la puesta en 
operación de más de cuarenta oficinas recep­
toras de quejas, denuncias y reclamos de los 
usuarios y ciudadanos; y, por otra, se han 
adelantado iniciativas de carácter legal que 
han permitido modificaciones en los regíme­
nes de comercio exterior, financiero, tribu­
tario, de aduanas, puertos, ferrocarriles y 
carreteras, áreas esenciales en la apertura 
económica y en donde la corrupción había 
impedido obtener avances más significativos. 
Bajo la misma orientación, se tomaron deci­
siones importantes para reducir y eliminar 
trámites en entidades como la Dirección Ge­
neral de Aduanas, la Dirección de Impuestos 
Nacionales, Ecopetrol, el TCA, la Superinten­
dencia de Sociedades y los Ministerios de 
Salud, Comunicaciones y Obras Públicas.

Otro de los instrumentos para hacerle de 
frente a la corrupción, es el de remunerar 
adecuadamente a los servidores públicos. En 
este frente el Gobierno ha dado un paso im­
portante, y en desarrollo de las facultades 
comprendidas dentro de la ley marco de sala­
rios, ha expedido normas tendientes a atraer 
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y mantener en el serv cio del Estado a em­
pleados altamente calificados, requeridos en 
las distintas áreas de la administración, con 
el propósito de hacerla más eficiente y ade­
cuarla a las necesidadjes actuales, buscando 
paralelamente eliminar potenciales situacio­
nes de corrupción vinculadas a las deficientes 
escalas de remuneración en determinados 
niveles del sector público particularmente 
susceptibles de verse afectados por ellas.

En este sentido y adicional al mejoramiento 
salarial de los funcionarios de la Rama Eje­
cutiva, el Decreto 1624ide 1991 amplió a los 
altos funcionarios del Estado el beneficio de 
la Prima Técnica otorgádo por el Decreto 1016 
de 1991 a los Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, Consejeros de Estado y Magistra­
dos del Tribunal Disciplinario.

Además del mejoramiento salarial y la recla­
sificación de los funcionarios de otros niveles, 
el Decreto 2750 de 1991 ¡reglamentó el régimen 
de estímulos a la eficiencia consagrado en el 
Decreto 1661 de 1991, con el objeto de hacer 
un reconocimiento a aquellos empleados que 
se hayan destacado er¡ el desempeño de sus 
funciones. Se ha previsto para ello, el pago 
de sumas de dinero, expresadas en salarios 
mínimos mensuales, y en prioridades para 
asignación de becas de estudio por el Icetex 
y becas para sus hijos en colegios y univer­
sidades oficiales.

De igual forma, fueron creadas primas de 
productividad para fun ñonarios de la Aduana 
y la Administración de Impuestos Nacionales, 
que propenden por un manejo transparente 
de las relaciones de los particulares con estas 
entidades, hoy fusionabas.

Los miembros de las Fuerzas Armadas y de 
la Policía también han visto sustancialmente 
mejoradas sus asignaciones salariales, y se 
han visto cobijados en su régimen particular, 
por los estímulos adicionales que la ley ha 
diseñado para el efecto.

Por su parte, los jueces magistrados y demás 
funcionarios de la Ranja Judicial y de la Fis­
calía General vieron incrementados sus sa­
larios en niveles ostensiblemente superiores 
a los de los empleados públicos nacionales, 
con énfasis en los magistrados de los tribu­
nales, en los jueces y en los fiscales, los cuales 
alcanzaron aumentos del orden del 98% sobre 
sus anteriores remuneraciones, todo lo cual 
representó para el erarlo costos adicionales de 
$ 72.300 millones. Lo propio puede decirse 
respecto del Ministerio Público, para el que la 
partida apropiada parla solventar sus gastos 
pasó de $ 23.311 millones en 1992 a $ 44.473 
millones en 1993, lo que significó un creci­
miento porcentual del 69%. Este incremento 
corresponde, entre otras razones, a la planta 
de la Defensoría del Pt eblo.

Con el propósito de modernizar y raciona­
lizar la organización y el funcionamiento de 
las entidades públicas del nivel nacional, el 
Gobierno expidió el De meto 1660 de 1992, que 
permitió ajustar las piñatas de personal gra­
cias a la ejecución de ñanes de retiro volun­
tario con indemnizadlo a para los funcionarios 
que se acogieran a ello 5.

A pesar de que la h morable Corte Consti­
tucional declaró inex< quible este decreto y 
de que el Gobierno refei etó y acató la decisión, 
la sentencia afirmó er varios de sus apartes 
que dicho pronuncian iento no debía enten­
derse en ningún casto jomo una negación de 
la necesaria moderniz ición de las entidades 
del Estado y de la ralci malización de su orga­
nización y funcionar liento. En cuanto al 
Estado moderno por el que propende la actual 
administración y el lesarrollo integral del 
país, la sentencia es el ira al decir que no será 
posible “sin un aparqt > estatal diseñado den­
tro de claros criterios de mérito y eficiencia, 
para lo cual no result i necesario su excesivo 
tamaño ni un frondqjsc árbol burocrático, sino 
una planta de persoñ 1 debidamente capaci­
tada y organizada de : orma tal que garantice 
niveles óptimos de ren Cimiento”.

En la sentencia, la Corte consideró, además, 
que aunque el principio general en materia 
laboral para los trabajadores públicos es la 
estabilidad, “...esa estabilidad no significa 
que el empleado sea inamovible, como si la 
administración estuviese atada de manera 
irreversible en el puesto que ocupa aun en los 
casos de ineficencia, inmoralidad, indisciplina 
o paquidermia en el ejercicio de las funciones 
qe le corresponden, pues ello conduciría al 
desvertebramiento de la función pública y a 
la corrupción de la Carrera Administra­
tiva” (2).

La Corte hizo una aseveración aún más 
categórica, en el sentido de que “la Corte 
Constitucional encuentra deseable y, más aún, 
imperativo, a la luz de los retos y responsa­
bilidades que impone el Estado Social de Dere­
cho, que se prevean mecanismos institucio­
nales aptos para alcanzar la modernización 
y eficiencia de los entes públicos, capacitando 
a sus trabajadores, estructurando adecuada- 
mnete el conjunto de funciones que les corres­
ponde cumplir, reduciendo las plantas de 
personal a dimensiones razonables y separan­
do de sus cargos a los empleados cuya inepti­
tud o inmoralidad sean debidamente compro- 
badas”(3).

En un frente diferente, y con el ánimo de 
combatir la corrupción e implementar meca­
nismos más ágiles y transparentes a la gestión 
pública, el Presidente de la República puso 
en marcha el Programa de Modernización de 
las Entidades del Estado, cuyo objetivo es 
aportar soluciones y acciones verificables a 
corto, mediano y largo plazo. Dicho programa 
está orientado a la creación de una organiza­
ción institucional y financiera confiable y 
eficiente, sistemas de productividad, adminis­
tración, desarrollo y evaluación de personal, 
diseño de sistemas de información y control, 
mejoramiento de los sistemas de atención a 
los usuarios y supresión de trámites y regula­
ciones.

Otras entidades en las cuales se han dedi­
cado esfuerzos importantes para combatir la 
inmoralidad son la Caja Nacional de Previsión, 
el Instituto de Seguros Sociales, el Fondo Na­
cional Hospitalario, el Ministerio de Educa­
ción, el SENA, el INTRA, la Dirección General 
de Aduanas y las entidades del sector eléctri­
co, entre otras.

Con el mismo espíritu de modernización y 
moralización del Estado, el Gobierno ha veni­
do realizando convenios de desempeño, a 
través de los cuales, las entidades estatales 
se comprometen a llevar a cabo un plan de 
modernización y eficiencia administrativa a 
cambio del otorgamiento de créditos u otras 
compensaciones económicas, suscribiéndose 
con éxito, para mencionar sólo algunos, con­
venios entre las empresas del sector eléctrico, 
la Financiera Energética Nacional S. A., el 
CONFIS y el ICEL.

Como complemento de cada una de estas 
acciones, el Gobierno cumpliendo un man­
dato de la Constitución de 1991, expresado en 
su artículo transitorio 20, expidió 62 decretos 
que reestructuran, fusionan o suprimen algu­
nas de las entidades del sector público y cuyo 
eje fundamental estuvo en la redefinición del 
papel del Estado, sustrayéndolo de aquellas 
actividades donde no era necesario, fortale­
ciéndolo donde era imprescindible su presen­
cia, estableciendo la eficacia y la eficiencia 
como meta y objetivo, eliminando fuentes de 
corrupción, consolidando el proceso de des­
centralización, facilitando su misión social y 
robusteciendo sus sistemas de control y 
vigilancia.

La Presidencia, también, ha conformado una 
base de datos que contiene información acerca 
de un buen número de entidades del orden 
nacional, investigaciones disciplinarias en

(2) Corte Constitucional. Sentencia C-479, agosto 13 
de 1992; Magistrados Ponentes, José Gregorio Hernán­
dez G. y Alejandro Martínez C.

(3) Sentencia citada. 

curso y finalizadas, número de funcionarios 
que han sido sancionados o desvinculados o 
destituidos y procesos penales que se adelan­
tan en cada entidad. Es así que, según los 
datos recolectados por la Misión para la 
Moralización, para abril de 1993, se han con­
tabilizado —en los 14 ministerios, 6 departa­
mentos administrativos, 4 superintendencias, 
3 empresas industriales y comerciales del 
Estado, 5 sociedades de economía mixta y 19 
establecimientos públicos—, un total de 19.527 
procesos disciplinarios en curso, de los cuales 
han concluido 6.186, lo que conllevó a la des­
vinculación de 3.737 funcionarios y a la 
sanción de 20.200 más.

Para acercar el Estado al ciudadano y así 
lograr que éste pueda ejercer un control más 
inmediato y por ello más eficaz sobre sus 
autoridades, el Gobierno ha puesto a consi­
deración del Congreso de la República diversas 
iniciativas legislativas con el objeto de hacer 
efectiva la descentralización dispuesta por la 
Carta Política, entre las cuales se encuentran 
las referentes a la ley orgánica de distribución 
de competencias y recursos entre la Nación y 
sus entidades territoriales, al régimen tribu- t 
tario de las mismas y los regímenes para las 
áreas metropolitanas, los municipios, los de­
partamentos, las provincias y las regiones.

Así mismo, ha dado impulso a las diferentes 
organizaciones de las autoridades de las enti­
dades territoriales, tales como la Federación 
Colombiana de Municipios y la Conferencia 
Nacional de Gobernadores, al incluirlas en los 
mecanismos de concertación que ha estable­
cido en materia de descentralización y orde­
namiento territorial, como lo es el Consejo 
Nacional para Descentralización.

A su vez, y con el mismo propósito de mo­
dernización y moralización del Estado, trabajó g 
la Comisión Consultiva sobre la Policía Na­
cional que formuló recomendaciones al Go­
bierno sobre las acciones a seguir con el fin de 
fortalecer y mejorar la labor de la institución, 
superar las causas y situaciones que han ori­
ginado los problemas al interior de la Policía 
y borrar los síntomas de desprestigio a que está 
sometida. El trabajo de la Comisión, confor­
mada por voceros y representantes de los más 
importantes sectores de la sociedad y la vida 
nacional, así como el de otro grupo que sesio­
nó al interior de la Policía con participación 
de todos sus estamentos, estuvo basado en el 
estudio de iniciativas de reforma a la Policía 
Nacional, de manera que sus conclusiones 
apoyarán al Gobierno en las decisiones que 
se tomarán para modificar la estructura de 
la institución, el perfeccionamiento de su 
programa de modernización y la introducción 
de ajustes al proyecto de ley que sobre su 
Estatuto Orgánico cursa en el Congreso.

II. Otras iniciativas en trámite.

En el Congreso de la República cursan 
actualmente diversas iniciativas legislativas 
presentadas por el Gobierno Nacional que 
desarrollan algunos de los preceptos de la 
Carta y complementan la política integral de 
modernización y moralización de la Adminis­
tración Pública. Son ellas:

1. El estatuto de los partidos y movimien­
tos políticos y de la oposición, que busca 
fortalecerlos como instrumentos de represen­
tación de los intereses colectivos y garantizar 
la transparencia en sus actuaciones, su recta 
financiación y su acceso a los medios de comu­
nicación en condiciones de equidad.

2. El Estatuto General de Contratación de 
la Administración Pública que busca asegurar 
el cumplimiento de los principios de trans­
parencia y economía en los procesos contrac­
tuales y de responsabilidad tanto de los servi- 
dores públicos y de los contratistas por sus 
actuaciones, incluyendo severas sanciones de 
carácter disciplinaria, civil y penal para ellos.

3. La Ley Estatutaria de Mecanismos e 
Instituciones de Participación Ciudadana, que
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asegurará que los cuidadanos puedan ejercer 
un control efectivo sobre la gestión de las 
entidades administrativas.
4. La Reforma Electoral, que busca garan-

♦ tizar la transparencia e imparcialidad en los 
procesos electorales.

5. Los regímenes departamental y munici­
pal que, entre otras materias, contienen 
severas normas sobre inhabilidades, incompa­
tibilidades y responsabilidades de los servi­
dores públicos de los niveles seccional y local 
y nuevas reglas para moralizar el ejercicio de 
funciones públicas.

III. Contenido y alcance 
de este proyecto de ley.

El presente proyecto de ley contiene normas 
tendientes a garantizar el cumplimiento de 
los mandatos constitucionales sobre función 
administrativa y, en especial, a asegurar que 
los servidores públicos y los particulares se 
sujeten al principio de moralidad en sus rela­
ciones con la Administración Pública.

Para el cabal desarrollo de estos objetivos, 
contempla aspectos tales como los derechos, 

►" deberes y prohibiciones de los empleados ofi­
ciales, así como los de los ciudadanos, en 
general, frente a la administración; el régi­
men disciplinario de los servidores públicos; 
la obligación constitucional para estos funcio­
narios de declarar sus bienes y rentas; las 
reformas al régimen penal en lo que tiene que 
ver con la administración; las modificaciones 
al régimen de control social y de las entidades 
sin ánimo de lucro que reciban recursos del 
Estado; el funcionamiento y atribuciones de 
las juntas directivas de las entidades descen­
tralizadas, así como la creación, al interior 
de las mismas, de un sistema de quejas y 
reclamos y las disposiciones encaminadas a 
garantizar una adecuada formación para los 
funcionarios públicos y un conocimiento para 
el ciudadano de los principios éticos que deben 
regir sus relaciones con la Administración 
Pública.

Además prevé la creación de una Comisión 
Nacional para la Moralización, encargada de 
coordinar las políticas, programas, planes y 
acciones que aseguren el cumplimiento del 
principio de moralidad en la administración 
y que combatirán todo acto que atente contra 
dicho principio. _

Finalmente, incluye una normatividad sobre 
supresión o reforma de regulaciones, procedi­
mientos o trámites, con el ánimo de adecuar 
el funcionamiento de la Administración Pú­
blica a los principios consagrados en los ar-/ 
tículos 83, 84 y 209 de la Carta Política sobre 
moralidad, buena fe, eficacia, economía, cele­
ridad, imparcialidad y publicidad (artículo 19).

A. Derechos, deberes y prohibiciones.

1. Deberes y prohibiciones de los empleados 
y trabajadores del Estado.

Con el fin de que los empleados oficiales 
conozcan con certeza los deberes y prohibi­
ciones que, debido a su especial condición de 
servidores públicos, les impone la Constitución 
Política y la ley para preservar la moralidad 
en la Administración Pública, se describen 
ordenadamente y de manera clara tales de­
beres y prohibiciones. De esta forma se pre­
tende garantizar que los mismos tengan siem­
pre presente el interés de la comunidad y no 
se valgan de su investidura para obtener 
provechos indebidos.

Para recalcar aún más la importancia que 
revisten estas normas, bástenos con recordar 
que tanto en el régimen disciplinario vigente 
para los empleados oficiales, como en el que al 
respecto se propone en el presente proyecto, la 
violación de las prohibiciones o el incumpli­
miento de los deberes por parte de los mismos 
constituye falta disciplinaria (artículos 29 y 
39).

2. Derechos y deberes de los ciudadanos 
frente a la Administración Pública.

Para un efectivo control de la comunidad 
sobre los servidores públicos, consideramos 
que los ciudadanos deben tener conciencia de 
sus derechos frente a la Administración Pú­
blica y es por esto que el proyecto contiene una 
relación de los mismos, que sin pretender 
abarcar la totalidad de los derechos que se 
derivan de la nueva Carta Política, ayudará 
sin duda alguna a moralizar la función admi­
nistrativa, ya que con ello la ciudadanía 
tendrá claridad acerca de las exigencias legí­
timas que puede formular ante los servidores 
públicos y la conducta que deberá ser des­
arrollada por éstos frente a las mismas.

Como contrapartida a lo anterior, la Cons­
titución Política estableció también deberes 
para los ciudadanos y al . consagrar en su 
artículo 29 que las autoridades de la República 
están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, 
honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades; dispuso además que deberán ase­
gurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares.

Teniendo en cuenta lo anotado, en el pro­
yecto se relacionan de manera clara los de­
beres que corresponden a los ciudadanos para 
preservar la moralidad en la Administración 
Pública (artículos 49 y 59).

B. Régimen de los servidores públicos.

1. Regimen disciplinario.

Pieza fundamental de toda acción que se 
emprenda para garantizar que la conducta 
de los servidores públicos se ajuste en un todo 
al cumplimiento de los deberes y a la obser­
vación de las prohibiciones que les impone la 
Constitución, la ley, el reglamento, o cualquier 
otro acto administrativo, está constituida sin 
duda alguna por un régimen jurídico que 
posibilite a los responsables de la acción dis­
ciplinaria adoptar correctivos oportunos, se­
guros y ejemplarizantes que permitan demos­
trar ante la comunidad que frente a toda 
actuación indebida y lesiva de sus intereses 
que pueda ser desarrollada por quienes están 
al servicio del Estado, las autoridades corres­
pondientes impondrán, como consecuencia 
inevitable, una sanción proporcional a la 
infracción cometida.

Teniendo en cuenta lo anterior, y con el fin 
de hacer eficaz la función disciplinaria, se 
prevé en este proyecto un régimen discipli­
nario integral para los servidores públicos, 
cuyos aspectos más sobresalientes son los 
siguientes:

a) Se despenaliza el proceso disciplinario 
en favor de la aplicación del derecho admi­
nistrativo, que es el que corresponde a su 
naturaleza;

b) Se preserva el régimen disciplinario de 
toda modificación que lo haga nugatorio, que 
pretenda ser introducida a través de conven­
ciones o pactos colectivos de trabajo;

c) Se clarifican las sanciones disciplinarias, 
estableciendo como tales únicamente las me­
didas que inequívocamente tienen tal carác­
ter: amonestación con anotación en la hoja 
de vida; suspensión en el desempeño del 
empleo sin derecho a remuneración, hasta por 
noventa (90) días calendario; destitución o 
terminación del contrato de trabajo;

d) Se establecen. claramente, a través de 
una enunciación abierta, criterios a tener en 
cuenta para determinar si una falta es grave 
o leve, al igual que circunstancias agravantes 
y atenuantes de las mismas;

e) Se hacen más drásticas las sanciones 
previstas para las faltas graves y en relación 
con la medida de destitución o terminación del 
contrato de trabajo se dispone que acarreará 
siempre la inhabilidad para el desempeño de 
empleos oficiales entre dos (2) y diez (10) 
años;

f) Se desarrollan los principios constitucio­
nales de economía, imparcialidad, responsa­
bilidad y publicidad frente al régimen disci­
plinario, a fin de que quienes se relacionen 
con el mismo encuentren claros derroteros 
para orientar su actuación;

g) Se establece un procedimiento ágil y 
sencillo que al mismo tiempo que introduce 
eficacia a la función disciplinaria, preserva 
los derechos de los inculpados;

h) Se consagran una serie de medidas 
tendientes a hacer efectivo el principio de 
publicidad frente a las sanciones impuestas y 
en firme; a evitar que la responsabilidad de 
la función disciplinaria se diluya, al señalar 
que su titular es el jefe del organismo; y a 
hacer más rígida la caducidad por las faltas 
graves, al aumentar el término correspondien­
te de cinco (5) a diez (10) años (artículos 69 
a 25).
2. Control sobre el reclutamiento 

de los servidores públicos.
Con el fin de garantizar que los aspirantes 

a cualquier empleo oficial suministren infor­
mación completa y fidedigna que permita una 
evaluación acertada acerca de su idoneidad y 
probidad, se determina claramente la infor­
mación que debe consignarse en las hojas de 
vida, la cual se entenderá rendida bajo la 
gravedad del juramento.

Se prevén también medidas para garantizar 
que los jefes de las unidades de personal, al 
igual que los jefes de los organismos, tengan 
la certeza de que los aspirantes a un empleo 
oficial reúnan los requisitos exigidos y no 
tengan ningún impedimento para ocupar el 
empleo.

Por último, se consagran una serie de dis­
posiciones tendientes a obtener que quienes 
demuestren poseer mayores méritos académi­
cos y de experiencia laboral tengan prefación 
para, acceder a cargos de carrera administra­
tiva, al igual que para hacer efectivo el prin­
cipio de publicidad de las convocatorias que 
se efectúen al respecto (artículos 26 a 33).

3. Declaración de bienes y rentas.
Se busca desarrollar el deber que impone a 

los servidores públicos, el artículo 122 de la 
Cosntitución de declarar bajo juramento el 
monto de sus bienes, mediante la consagración 
de una serie de medidas que permitirán de­
terminar claramente los destinatarios de 
dicha obligación; las ocasiones en las cuales 
ésta deberá materializarse; la forma en que 
deberán declararse los bienes; la recopilación 
de la información obtenida y, las autoridades 
con derecho a acceder a ella.

El hecho mismo de que se hubiera decidido 
incorporar en nuestra Carta Política está obli­
gación nos da una idea exacta acerca de la 
importancia del objetivo hacia el cual se está 
apuntando, que no es otro que el de garantizar 
que los servidores públicos no se valgan de su 
investidura para enriquecerse ilícitamente.

Con la información que se obtenga en cum­
plimiento del desarrollo normativo que aquí 
se propone, estamos seguros que las autorida­
des a las que corresponde indagar acerca de 
la conducta de los empleados oficiales con­
tarán con un valioso instrumento para deter­
minar la responsabilidad de los mismos en 
caso de actuaciones lesivas para el patrimonio 
público (artículos 34 a 42).

4. Incentivos para los funcionarios públicos.
Se prevén una serie de medidas tendientes 

a obtener que las entidades públicas fijen 
objetivos claros a cada una de sus dependen­
cias y empleados que permitan evaluar el 
desempeño de estos últimos, a efecto de incen­
tivar el eficiente cumplimiento de las funcio­
nes asignadas. Para esto se establece el reco­
nocimiento de una prima de productividad 
equivalente al cincuenta por ciento (50%) de 
la asignación básica mensual para los mejores 
empleados de cada entidad y de sus depen-
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dencias; el pago de una; bonificación por exce­
lencia equivalente a una suma adicional igual 
a dos veces su asignaciór básica mensual para 
el mejor empleado derla entidad y el acceso 
preferente a becas, cursos, comisiones de estu­
dio, programas de biexji¡star social y cargos de 
mayor jerarquía para toe os ellos.

La razón de que se iñ< luyan en el presente 
proyecto normas para incentivar el cabal 
desempeño de los empleados oficiales, no es 
otra que la de establee er una conveniente 
diferenciación de las con ecuencias que se des­
prenden de su buen o i aal comportamiento, 
de tal manera que tanto éstos, como la comu­
nidad misma, puedan apreciar claramente 
que una actitud merjt )ria de un servidor 
público, acorde con sus Jeberes y con los in­
tereses del Estado y dej|lí, sociedad, es debida­
mente reconocida y estimulada, al mismo 
tiempo que una conducta reprobable, con­
traria a dichos debereé e intereses, es ejem­
plarmente sancionada (Artículos 43 a 51).

C. Régimen penal.

Los aspectos penales del proyecto de ley 
que se presenta al honorable Congreso de la 
República tienen como jropósito lograr que, 
concretamente en los de itos contra la Admi­
nistración Pública, las penas cumplan verda- 
deramenet sus finalidades; y buscar mecanis­
mos para una eficaz aplicación de la justicia 
penal.

1. Cumplimiento de la f nalidad de las penas.

Respecto del primer j iunto, varios son los 
métodos empleados: el a imento de penas para 
ciertos tipos penales, a gunos de los cuales 
han sido precisados enisi descripción; la agra­
vación de las conductas de encubrimiento y 
prevaricato omisivo cua ido recaigan sobre la 
Administración Pública f el ajuste de ciertos 
conceptos penales a la institucionalidad vi­
gente y a la realidad ác ual.

Analizaremos cada tjn3 de dichos métodos:

1.1. Aumento de pen is para ciertos tipos 
penales contra la Adi íinistración Pública.

Del católogo de deliras contemplados en el 
Título III del Código ¡P mal, hemos revisado 
aquellos que más grave daño ocasionan a la 
Administración Pública tanto en su patri­
monio como en su mar ha en general, y así 
mismo mayor reprobaci »n suscitan en la co­
munidad, quien ve continuamente menosca­
badas las posiiblidades de cumplimiento de 
las finalidades del Estad) a través de la comi­
sión de tales conductas. Son ellos el peculado 
por- apropaición, la co ícusión, las diversas 
modalidades del cohecho, las conductas contra 
la contratación transparente, el tráfico de 
influencias, el enriquei imiento ilícito y el 
prevaricato.

Se trata de hechos q le vulneran notoria­
mente postulados básiccs que deben orientar 
la administración, con o la preservación y 
adecuado manejo del patrimonio estatal, el 
recto y desinteresado cumplimiento de las 
funciones propias de các a cargo, dentro de los 
cauces de la ley y sin p 'opósito diferente del 
cumplimiento de los ¿onetidos estatales; la 
adecuada celebración d ; los acuerdos que el 
ente público debe conejo r con los particulares 
para la satisfacción de. interés general; la 
remuneración equitatlvi i de quienes prestan 
servicios al Estado, depjit 'o de las posibilidades 
de éste; y el sometimi mto a la ley en las 
actuaciones de los sertic ores estatales.

Si tales postuladosl r csultan desconocidos, 
sobrevienen el descred to y la incapacidad 
económica de la admini stración, y la pérdida 
de legitmidad de ésta a los ojos de la comu­
nidad. Es por ello que < s deber fundamental 
del Estado aportar cua ito esté a su alcance 
para evitar dichas cons scuencias.

Al revisar los hechos ] ^unibles mencionados, 
se ha encontrado que los cuatro fines propios 

de la pena (prevención, protección, retribu­
ción y resocialización), no se están verifican­
do. Las penas privativas de la libertad son 
en muchos casos bajas y en general se sitúan 
dentro de rangos muy amplios, lo que se tra­
duce en una mínima o nula intimidación, 
cuando no en una franca impunidad. Las penas 
pecuniarias, establecidas en valores nominales 
del año 1980, son irrisorias, lo cual ocasiona 
una gran desprotección, máxime si las multas 
se comparan con las sumas de que el Estado 
es despojado. Las penas interdictivas de de­
rechos y funciones públicas se concretan en 
lapsos muy cortos, lo que significa en más de 
un caso que el infractor no sólo no es sufi­
cientemente castigado, sino que además, regre­
sa después de poco tiempo a la función pú­
blica sin que se manifieste de su parte una 
debida resocialización. Otras veces, la misma 
redacción del tipo penal involucra la ausencia 
de sanción o la dificultad de su aplicación, 
como ocurre con el término “manifiestamen­
te” en el prevaricato por acción, o como 
sucede con la forma en que está actualmente 
planteado el enriquecimento ilícito.

Frente a la coyuntura penal expuesta, ofre­
cemos las siguientes soluciones en relación con 
los delitos enunciados: (artículos 51 a 66 y 
68).

a) Un aumento razonable de las penas pri­
vativas de la libertad que permita el cumpli­
miento de los fines del “ius puniendi”. Así, 
por ejemplo, el peculado por apropiación se 
penaría con prisión de cuatro (4) a quince 
(15) años; con atenuación, si lo apropiado no 
supera determinado valor en términos cons­
tantes, y agravación cuando el obj eto material 
reúna ciertas notas especiales. El enriqueci­
miento ilícito acarrearía una privación de la 
libertad entre tres (3) y ocho (8) años; el 
prevaricato por acción u omisión ocasionaría 
una pena de prisión de dos (2) a seis (6) años; 
la concusión se penaría de tres (3) a seis (6) 
años; las indebidas celebraciones de contratos 
se castigarían con penas más acordes con la 
finalidad sancionatoria. De lo dicho se infiere 
que con el aumento de las penas, más que 
todo en cuanto al mínimo, se obtienen efectos 
colaterales favorables como la imposibilidad 
de libertad provisional y condena de ejecución 
condicional para tan graves conductas;

b) Determinación de las multas en térmi­
nos constantes y proporcionales a la gravedad 
de cada hecho. Así, por ejemplo, en los even­
tos de peculado por apropiacón, y enriqueci­
miento ilícito, ella equivaldría al valor de lo 
apropiado; en la concusión sería de treinta 
(30) a cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales y en el cohecho propio o impropio 
de treinta (30) a sesenta (60) salarios míni­
mos legales mensuales;

c) Señalamiento de la interdicción de dere­
chos y funciones públicas en la mayoría de 
los casos en un término único de diez (10) 
años, el cual no sólo es equitativo ante la 
magnitud de los hechos realizados, sino com­
patible con las inhabilidades disciplinarias 
que en otras partes del proyecto se contem­
plan;

d) Replanteamiento de ciertas figuras pe­
nales en cuanto a su carga sancionatoria, 
como el cohecho por dar u ofrecer o el tráfico 
de influencias, ya que si bien es cierto que el 
servidor público debe en todo momento des­
empeñarse con absoluta pulcritud, también 
lo es que el particular siempre debe abstenerse 
de ser ocasión de corrupción para aquél. Sin 
embargo, por razones de política criminal se 
considera que la responsabilidad en el cohecho 
por dar u ofrecer, que debe sancionarse cabal­
mente, podrá atenuarse, y aún prescindiese de 
la pena, si el particular colabora eficazmente 
en la determinación de la responsabilidad del 
funcionario;

e) Modificación de ciertos tipos en aras de 
su efectividad, como el prevaricato por acción, 
el enriquecimiento ilícito y el cohecho im­
propio.

1.2. Agravación de determinadas conduc­
tas cuando recaigan sobre la Administración 
Pública. Se trata de situaciones contempladas 
en la parte especial del Código Penal de 
forma abierta, que vulneran principalmente la 
Administración de Justicia; sin embargo, en 
esta ocasión se busca agravarlas cuando re­
caigan sobre un objeto referido al interés de 
la Administración Pública, para evitar no sólo 
la comisión de delitos contra ella, sino ade­
más su ocultamiento, el aseguramiento de su 
producto, o la ausencia de su investigación.

Es por ello que se agravan especialmente 
las conductas de favorecimiento, receptación 
y prevaricato por omisión (artículos 69 y 70).

1.3. Ajuste de ciertos conceptos penales a 
la institucionalidad vigente y a la realidad 
actual. En cuanto a la institucionalidad vi­
gente, proponemos modificar el artículo 63 
del Código Penal, porque el artículo 123 de 
la Constitución Política consagra y describe la 
figura del “servidor público”, que recoge la 
del “empleado oficial”, lo que significa que 
las normas penales deben ajustarse a ese 
cambio.

En cuanto a la realidad actual, planteamos 
dos aspectos: ajustar todas las demás sancio­
nes de multa, no expresamente previstas en 
este proyecto, para delitos contra la Adminis­
tración Pública a términos constantes que 
permitan una razonable dosificación, por lo 
cual señalamos de cinco (5) a cuarenta (40) 
salarios mínimos legales mensuales en todos 
los casos; también modificamos, para con­
ductas punibles contra la Administración Pú­
blica, los términos de prescripción de la ac­
ción, como una medida tendiente a frenar 
la impunidad, lo que nos lleva a establecer 
por vía de proposición un término mínimo de 
diez (10) años para penas privativas de la 
libertad.

Consideramos que es necesario que el Esta­
do, en la búsqueda de legitimidad y eficiencia, 
disponga de lapsos que le permitan, teniendo 
en cuenta las actuales posibilidades y circuns­
tancias, investigar y juzgar tan atentatorios 
comportamientos. De todos modos, se trata de 
un tiempo sin duda razonable, en las circuns­
tancias del momento (artículos 67 y 71).

2. Mecanismos para una eficaz aplicación 
de la justicia penal.

Respecto de los mecanismos procesales para 
una eficiente aplicación de la justicia penal, 
hemos diseñado para consideración de los 
honorables Congresistas los siguientes:

a) Medidas de embargo y secuestro preven­
tivos y de decomiso. Estas diligencias se prac­
ticarán sobre bienes que provengan de la 
ejecución de cualquiera de los delitos en 
cuestión o que se relacionen con su comisión, 
y deberán, cuando el bien sea susceptible de 
cualquier modalidad de registro, inscribirse 
por el funcionario competente con la máxima 
celeridad, momento a partir del cual todo 
derecho constituido por terceros sobre dichos 
bienes será inoponible al Estado.

Con ello, se persigue sustraer bienes de pro­
cedencia ilícita a los comisores de infracciones 
contra la Administración Pública, frenando 
los cauces del enriquecimiento ilegítimo (ar­
tículos 72 a 74).

b) Extinción del derecho de dominio. Esta 
es una, medida que tiene dos vertientes:

En el primer caso, se aplica el artículo 34 
de la Constitución Política a los delitos contra 
la Administración Pública.

En el segundo evento, se trata de una situa­
ción distinta del enriquecimiento ilícito en 
perjuicio del Tesoro Público o con grave dete­
rioro de la moral social y consiste en la 
inactividad de quienes podrían recuperar su­
mas de dinero o bienes en procesos penales 
por delitos contra la Administración Pública, 
porque como bien lo ha puntualizado la juris­
prudencia constitucional de acuerdo con todo 
el espírtu de la Carta, no es esa forma la 
única posibilidad de extinción del dominio.
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En todo caso, los bienes pasarán al poder 
de la Fiscalía General de la Nación, la cual 
celebrara sobre ellos contratos de carácter 
fiduciario para su idónea administración (ar­
tículos 75 y 76).

d) Constitución obligatoria de parte civil 
dentro de procesos penales por delitos contra 
la Administración Pública. Esta medida, dise­
ñada para todos los delitos contra la Adminis­
tración Pública, persigue que la administra­
ción, como se lo señalan la Constitución y las 
leyes, realice todos los esfuerzos tendientes a 
recuperar sus activos patrimoniales ilícita­
mente' sustraídos, e incluso, a hacer valer el 
derecho a una reparación de índole moral, 
dado su carácter de persona jurídica, cuando 
se atenta contra ella.

Por lo demás, esta medida redunda en la 
legitimidad y credibilidad de la administra­
ción ante la colectividad, pues es para el ser­
vicio y el bienestar de ésta que está destinado 
el erario (articulo 77).

e) Ventajas para terceros, funcionarios, 
víctimas y testigos. Los ciudadanos, como está 
previsto en otras normas, en los casos de eficaz 
colaboración en hacer efectiva la orden de 
captura a un sindicado de delitos graves con­
tra la Administración Pública u obtener la 
incautación de bienes que se destinen a la 
comisión o provengan de la ejecución de uno 
de tales ilícitos, serán recompensados eco­
nómicamente mediante sumas de dinero por 
parte de la Fiscalía General de la Nación, 
pagaderas en el país, o en el exterior, según 
señale el beneficiario.

Con ello se busca incentivar una vez más 
la colaboración de la comunidad en la pre­
vención y represión de las conductas punibles 
contra la Administración Pública, con estímu­
los patrimoniales los cuales han demostrado 
ser eficaces para suscitar el apoyo ciudadano.

En cuanto a los jueces y demás funcionarios 
públicos, así como los testigos y víctimas, que 
intervengan en procesos por delitos que a 
juicio del Fiscal General de la Nación o el 
Vicefiscal sean particularmente graves, po­
drán ser cobijado;; por el programa de protec­
ción a testigos, víctimas e intervinientes en 
ell proceso penal, creado por el Decreto legis­
lativo 1834 de 1992, expedido en uso de las 
facultades de Conmoción Interior, y cuya vi­
gencia permanente ha sido propuesta al Con­
greso de la República, mediante el Proyecto 
de ley número 222 de 1993, “por la cual se 
expiden normas para la preservación del orden 
público”, que cursa actualmente en esa hono­
rable Corporación (artículos 79 a 81).

f) Otras medidas. Adicionalmente, se prevén 
otras circunstancias para facilitar la operan- 
cia de la justicia: publicidad de las sanciones 
penales por hechos punibles contra la Admi­
nistración Pública, creación de las Unidades 
de Fiscalía para delitos contra la Administra­
ción Pública.

En cuanto a la publicidad de las sanciones 
respecto de estos hechos punibles, pensamos 
que la moralización puede .verse así realmente 
concretada, pues la ciudadanía puede seguir 
con atención las labores y los resultados de 
las gestiones del Estado en su obtención (ar­
tículos 78 y 82).

D. Régimen financiero.

La lucha institucional contra la corrupción 
exige la adopción de una política integral y 
coherente que impone la necesidad de contar 
con mecanismos de control en aquellas enti­
dades que pueden ser utilizadas como instru­
mento para el ocultamiento, manejo, inver­
sión o aprovechamiento en cualquier forma 
de dinero u otros activos provenientes de acti­
vidades delictivas y, en particular, de delitos 
contra la Administración Pública.

Se trata básicamente de entidades que, 
como las vigiladas por las Superintendencias 
Barcaria y de Valores, son susceptibles de ser 
aprovechadas a través de sus operaciones de 
captación, colocación, intermediación o in­

versión, para canalizar dineros o recursos 
provenientes de actividades ilícitas, en par­
ticular de aquellas vinculadas con el fenó­
meno de la corrupción administrativa y, 
especialmente, con los hechos punibles que 
pretenden reprimirlas.

Es preciso advertir que el Gobierno Nacio­
nal, consciente de la necesidad de socavar las 
bases económicas de las diferentes organiza­
ciones delincuenciaies e impedir que los cuan­
tiosos recursos que nutren su actividad ilícita 
continúen siendo administrados y canalizados 
a través de las instituciones financieras, expi­
dió el Decreto 1872 del 20 de noviembre de 
1992, actualmente incorporado al Decreto-ley 
663 de 1993 (Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero), en virtud del cual se estable­
cieron especiales deberes y obligaciones a 
cargo de dichas entidades para detectar opera­
ciones sospechosas e informar de ellas a la 
Fiscalía General de la Nación.

Con base en los lincamientos trazados en 
el citado decreto, en este proyecto se adoptan 
normas con la misma orientación pero referi­
das de una manera específica a las conductas 
delictivas a través de las cuales se manifiesta 
la corrupción en la Administración Pública 
(artículos 83 a 92).

El núcleo central de este tipo de disposi­
ciones, tal como se concibe en las diferentes 
legislaciones, parte del principio de que la 
reserva bancaria no puede constituir un me­
canismo de encubrimiento o protección de 
conductas delictivas y, antes bien, debe des­
arrollarse conforme al deber de colaborar para 
el eficaz funcionamiento de la administración 
de justicia, amén del carácter de interés 
público que es inherente a la actividad des­
arrollada por las instituciones del sector 
financiero.

Como se indicó, las disposiciones que en esta 
materia contiene el proyecto, se inscriben en 
el marco de orientación del decreto anterior­
mente citado, pero se introducen algunos 
aspectos especiales que apuntan a imprimir 
mayor eficacia a los mecanismos y procedi­
mientos de control, así como a los deberes de 
información de operaciones sospechosas.

En este sentido se establece, por ejemplo, 
que los organismos cooperativos de ahorro y 
crédito queden también sujetos a esos deberes 
y obligaciones especiales; la exigencia de exa­
minar con especial atención toda transacción 
efectuada por cualquier suma que por sus 
características ofrezca dudas sobre su justifi­
cación económica o sobre su procedencia líci­
ta; el deber de información a cargo de otros 
organismos públicos que en virtud de otras 
normas reciben de las entidades financieras 
y de otras personas naturales y j urídicas datos 
sobre transacciones y documentos en orden a 
lograr una mayor eficacia y coordinación en 
el descubrimiento y control de operaciones 
sospechosas; la responsabilidad de las enti­
dades sujetas dichos deberes por falta grave 
o negligencia en el cumplimiento de los mis­
mos y, finalmente, la posibilidad de que el 
Gobierno Nacional extienda, total o parcial­
mente, tales deberes u obligaciones a otras 
actividades que se consideren particularmente 
susceptibles de ser utilizadas para las referi­
das actividades ilícitas, entre las cuales pueden 
citarse por ejemplo las casas de cambio, las 
inmobiliarias y las galerías de arte, tal como 
se recomienda en documentos internacionales 
sobre la materia(4).

Conviene señalar que en legislaciones como 
la italiana, la argentina y la francesa, estos 
procedimientos y mecanismos de control e in­
formación que imponen un especial deber de 
diligencia a las instituciones financieras, y a

(4) Ver: GUERRERO, María Fernanda, Análisis 
Comparativo de las Regulaciones, Convenciones y 
Acuerdos en materia de Movimiento Ilícito de Capi­
tales. Boletín Jurídico número 695, octubre de 1992. 
Asociación Bancaria de Colombia, página 15.

En el mismo sentido: Reglamento modelo sobre 
Delitos de Lavado CIDAC 1992. 

otro tipo de entidades o empresas, no abarcan 
únicamente la procedencia del lavado por 
razones de narcotráfico, sino también por otro 
tipo de conductas delictivas.

Por último, debe advertirse que las normas 
que el proyecto contiene en esta materia tra­
ducen lo expresado en la Declaración de Prin­
cipios adoptada en Basilea en 1988, especial­
mente en cuanto dicho documento afirma que 
“el sistema bancario puede desarrollar un rol 
preventivo extremadamente eficaz y que, al 
mismo tiempo, la cooperación de los bancos 
puede ser de auxilio, en la ejecución de tales 
actos criminosos, para la autoridad judicial 
y de policía. En los últimos años el problema 
de la prevención del reciclaje de fondos de 
origen criminal a través del sistema financiero 
ha reclamado una creciente atención por parte 
de les órganos legislativo, judicial y de 
policía, y también de las autoridades de vigi­
lancia bancaria de diversos países”(5).
E. Sistemas de control.

1. Control social.

Otro de los mecanismos utilizados en la 
lucha contra la corrupción es el denominado 
“control social”, consistente en la posibilidad 
que tienen los ciudadanos y sus organizaciones 
de vincularse al control de la gestión pública, 
con el propósito de velar por la moralidad 
administrativa, a través de las veedurías ciu­
dadanas, las audiencias públicas, las acciones 
populares y los demás mecanismos de parti­
cipación previstos en ia Constitución y la ley.

Así mismo, se dispone que en el Archivo 
General de la Nación funcionará un Centro 
Nacional de Información Ciudadana, encar­
gado de recibir y divulgar las normas, docu­
mentos, programas y proyectos del nivel 
nacional de tal manera que puedan ser cono­
cidos y consultados, en forma fácil por cual­
quier ciudadano.

Las entidades territoriales también deberán 
organizar una dependencia especializada en 
el manejo de esa información de interés para 
la comunidad y sus organizaciones, y darán 
especial difusión de su existencia y propósitos 
en las escuelas, colegios y universidades (ar­
tículos 93 a 96).

2. Control sobre entidades sin ánimo de lucro.

Con el propósito de ejercer un riguroso 
control sobre las entidades sin ánimo de lucro 
que reciban, a cualquier título, recursos del 
Estado, y sin perjuicio de lo dispuesto por las 
normas legales vigentes, se establece que estas 
entidades deberán tener un sistema contable 
eficiente que garantice la transparencia y 
control en la administración de esos recursos.

Igualmente se prevé como sanción, la sus­
pensión o cancelación de la personería jurí­
dica de la entidad sin ánimo de lucro que dé 
aplicación diferente a los recursos que a 
cualquier título reciba del Estado.

De igual manera, el representante legal de 
la entidad sin ánimo de lucro, estará sujeto 
al régimen de responsabilidad previsto por el 
Estatuto General de Contratación de la Ad­
ministración Pública para los representantes 
legales de las entidades del sector público 
(artículos 97 a 99).

F. Aspectos institucionales y pedagógicos.
1. Juntas directivas.

Se elimina el poder decisorio que radica en 
cabeza de las juntas directivas y hace des­
cansar exclusivamente la responsabilidad de 
la administración del respectivo organismo en 
su gerente, director o presidente.

(5) Declaración de Principios del Comité para la 
Reglamentación Bancaria y las Prácticas de Vigilancia 
de Basilea sobre la Prevención de la Utilización del 
Sistema Bancario para fines de Reciclaje de Fondos 
Derivados de Actividades Ilegales. Idem, páginas 17 
y 55.
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Las juntas o consejos directivos desempe­
ñan una función consultiva o de asesoría sin 
que sus decisiones sean en ningún caso vincu­
lantes; no obstante, éstas deben estar infor­
madas por las políticas I generales dictadas 
por la autoridad competente para el respec­
tivo sector y por el interés del organismo ante 
el cual actúan.

Por último, dispone qué en dichas juntas o 
consejos no podrán tomar asiento delegados 
de las asambleas departamentales o concejos 
distritales o municipales (-artículos 100 a 102).

2. Sistema de quejas y reclamos.

En este aparte, el proyecto prevé la creación 
de una oficina de quejas ¿ reclamos en todas 
las entidades del sector público, que permita 
llevar un control general ¿cerca de las quejas 
o reclamos que presente la ciudadanía, con el 
fin de conocer las causas de las mismas y de 
igual manera atenderlas 
mayor brevedad posible! És importante tener 
en cuenta que el hecho ce que se presenten 
quejas o reclamos es síntima de que el fun­
cionamiento de ia correspondiente entidad 
puede no ser el adecuado.

Teniendo en cuenta lo anterior y con el fin 
de obtener una eficaz so.ución, esta oficina 
llevará una relación detallada de cada una 
de las quejas y reclamos presentados, de tal 
forma que permita, en de 
tener un informe generál sobre el procedi­
miento dado a dicha queja o reclamo.

A través de esta oficina, la entidad podrá 
mejorar sus servicios y 1 
recomendaciones hechas 
que conlleven a un mejor: 
clones (artículos 103 a 100).

lí!

y resolverlas a la

armiñado caso, ob-

Íner en cuenta las 
or los particulares 
atiento de sus fun-

3- Información sobre la gi 
de las entidades públiéas

istión

Con el ánimo de hacer úna evaluación obje­
tiva de las entidades públicas, el proyecto 
prevé que dentro de los dos (2) primeros 
meses de cada vigencia ¿scal, los directores 
y ministros de las entidades públicas del nivel 
nacional, deberán presentar a la Presidencia 
de la República, un inforiiie sobre los proyec­
tos y acciones que vaya ai ejecutar el corres­
pondiente órgano durante dicha vigencia, de 
acuerdo con la metodología y reglas que de­
fina el Gobierno Raciona .
la República deberá interinar a la opinión 
pública sobre el contenido de los informes 
presentados.

Para asegurar que efectivamente la ciuda­
danía pueda ejercer contri )l sobre los compro­
misos que adquirieron los gerentes públicos, 
en sus respectivas entida les, el proyecto or­
dena que, a más tardar ú 31 de marzo del 
año inmediatamente sigju i 
elaborar y presentar a ls 
República un informe sot re el cumplimiento 
de los referidos proyecto! 
la Presidencia de la Repúb ica deberá informar 
sobre el contenido de estos 
106 a 108).

. La Presidencia de

ente, ellos deberán 
Presidencia de la

y acciones, y que

informes (artículos

4 . Aspectos pedagógicos.

Por ser la corrupción 
fundamentalmente tiene 
mación ética y el sistems 
sociedad, factores éstos
actitud del individuo y de 
frente al uso de sus derei nos y responsabili-

fenómeno que 
ver con la for- 
valores de una 
determinan la

un
iue
de

me
sus organizaciones

dades, el proyecto de ley hace énfasis en el 
aspecto pedagógico, particularmente en rela­
ción con los siguientes temas:

a) Sistema educativo. Como complemento 
de la ley general de la educación y desarrollo 
de lo dispuesto en el artículo 41 de la Cons­
titución, se dispone que el Ministerio de 
Educación Nacional regulará el contenido 
curricular en los diversos niveles de educa­
ción, de tal manera que se dé difusión a lo 
dispuesto en esta ley, haciendo énfasis en los 
deberes y derechos ciudadanos, la organiza­
ción del Estado colombiano y la responsabili­
dad de los empleados y trabajadores del 
Estado;

b) Servidores públicos. Se dispone la obiga- 
toriedad a todas las dependencias oficiales, de 
ofrecer periódicamente cursos, programas de 
capacitación y material didáctico a todos sus 
servidores en materia de ética y responsabi­
lidad de los servidores públicos y delitos con­
tra la Administración Pública. La Escuela 
Superior de Administración Pública, tendrá la 
responsabilidad del diseño curricular y del 
material didáctico de apoyo;

c) Sociedad civil y medios de comunicación. 
El Gobierno Nacional deberá adelantar perió­
dicamente campañas masivas de difusión en 
materia de responsabilidad de los servidores 
públicos, derechos y deberes de los ciudada­
nos, delitos contra la Administración Pública 
y mecanismos de fiscalización y control social 
de la gestión pública (artículos 109 a 111).

G. Comisión Nacional para la Moralización.

El proyecto prevé la creación de una Comi­
sión Nacional para la Moralización, que estará 
integrada por las autoridades estatales del 
más alto nivel directamente implicadas en la 
problemática de la moralidad administrativa, 
Esta Comisión tendrá el carácter de organis­
mo para coordinar las políticas, programas, 
planes y acciones tendientes a garantizar el 
cumplimiento del principio de moralidad en la 
Administración Pública y a combatir todos los 
actos contrarios al mismo.

La Comisión Nacional para la Moralización 
contará con el apoyo de una Secretaría Técni­
ca, organizada en el Ministerio de Gobierno, 
cuya misión será la de servir de órgano ope­
rativo y ejecutor de la Comisión, y que tendrá 
entre otras importantes funciones, las de 
recopilar y sistematizar la información nece­
saria para la elaboración de análisis y diag­
nósticos del fenómeno de ia inmoralidad ad­
ministrativa; efectuar el seguimiento de las 
políticas, planes y programas adoptados por 
la Comisión; ejecutar los programas de difu­
sión y capacitación que adopte la Comisión, 
organizar foros y eventos académicos y hacer 
publicaciones relativas a la problemática de 
la moralización, elaborar propuestas de pla­
nes, programas y proyectos que deban some­
terse a consideración de la Comisión; diseñar 
sistemas de evaluación, verificación y se­
guimiento de las políticas y programas de 
moralización adoptadas por la Comisión y 
colaborar con los distintos organismos esta­
tales en su desarrollo.

Para asegurar la oportuna y adecuada fi­
nanciación de las labores que emprenda la 
Comisión Nacional para la Moralización, y las 
que adelante su Secretaría Técnica, se crea, 
además, el Fondo para la Moralización Admi­
nistrativa., que estará adscrito al Ministerio 
de Gobierno (artículos 112 a 119).

II. Disposiciones varias.
En este aparte del proyecto de ley se soli­

citan facultades extraordinarias por el período 
de seis (6) meses, con el propósito de expedir 
normas con fuerza de ley que eliminen proce­
dimientos que limiten el ejercicio de una acti­
vidad lícita, y que propendan por la erradi­
cación de prácticas administrativas inmorales.

Así mismo, con el propósito principal de 
asegurar la participación y el control político 
que corresponde al Congreso de la República, 
se prevé la creación de una Comisión Asesora 
que conceptuará sobre los proyectos de decre­
to que el Gobierno someta a su consideración, 
conformada por dos Congresistas designados 
por las respectivas Corporaciones, dos exper­
tos en gestión pública designados por el Go­
bierno Nacional y dos miembros en represen­
tación de las organizaciones gremiales cuya 
designación corresponderá al Gobierno de 
listas que aquéllas le presenten (artículos 120 
a 124).

IV. Colaboración armónica 
entre las Ramas del Poder Público.

El Gobierno Nacional es consciente de la 
necesidad de que aspectos de tan vital impor­
tancia para el país, como son los relativos al 
tratamiento de las causas que originan prác­
ticas que afecten el principio de moralidad en 
la Administración Pública, sean debatidos 
ampliamente en el Congreso de la Repúbica, 
habida consideración que su concurso permi­
tirá complementar el proceso de adopción de 
las medidas que se requieren para combatir 
todos los actos contrarios al mismo.

Creemos que no sólo es conveniente, sino 
además urgente impartirle aprobación a esta 
iniciativa, en la medida en que con ella el 
Estado pueda disponer de una serie de normas 
tendientes a preservar la moralidad en la 
Administración Pública.

Dentro del espíritu de colaboración armó­
nico de las Ramas del Poder Público que nos 
impone la Constitución Política reiteramos 
nuestra permanente disposición de suministrar 
al Congreso de la República toda la informa­
ción y documentación que requiera para el 
cabal cumplimiento de las funciones que le 
compete cumplir a esa honorable Corporación.

Presentado a consideración del honorable 
Congreso de la República, por el suscrito,

Fabio Villegas Ramírez 
Ministro de Gobierno.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

El día 12 de agosto de 1993, ha sido presentado en 
este Despacho, el Proyecto de ley número 36 de 1993, 
con su correspondiente exposición de motivos por el 
señor Ministro de Gobierno, doctor Fabio Villegas 
Ramírez.

El Secretario General,
Diego Vivas Tafur.
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